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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 94 DE 2011 CÁMARA
por medio del cual se adiciona un nuevo artículo 
transitorio 66 a la Constitución Política de Colom-

ia con el n de darle co erencia a los di erentes 
instrumentos jurídicos de justicia transicional en el 

marco del artículo 22 de la Constitución Política.
Bogotá, D. C., septiembre 23 de 2011
Señora doctora
ADRIANA FRANCO CASTAÑO
Presidente  Comisión Primera - Cámara de Re-

presentantes. 
Ciudad
Asunto: Ponencia 1er Debate - Proyecto de  Acto 

Legislativo número 94 de 2011 Cámara.
Respetada  doctora Franco Castaño: 
De conformidad con la designación que me hicie-

ra la Mesa Directiva de la Comisión Primera Consti-
tucional Permanente de la Cámara de Representantes 
como Ponente Único de la iniciativa de la referencia, 
me permito presentar ponencia para primer debate 
del Proyecto de Acto Legislativo número 94 de 2011 
Cámara.

1. Introducción
Desde sus inicios en 2002, la Política de Defensa 

y Seguridad Democrática (PDSD) ha sido en esencia 
una política de protección de la población. Su objeti-
vo estratégico ha sido “reforzar y garantizar el Estado 
de Derecho en todo el territorio, mediante el fortaleci-
miento de la autoridad democrática: del libre ejercicio 
de la autoridad de las instituciones, del imperio de la 
ley y de la participación activa de los ciudadanos en 
los asuntos de interés común”. Desde entonces Co-
lombia se encuentra en un proceso de ampliación de la 
sombrilla del Estado de Derecho al resto del territorio 
nacional que se encontraba desprotegido. Gracias a 
eso hoy tenemos presencia de la Fuerza Pública en los 

1102 municipios del país, entre 2002 y 2010 el núme-
ro de homicidios se redujo en un 46%, las víctimas de 
masacres en un 73%, el homicidio de sindicalistas en 
un 84%, el de indígenas en un 57%, y el secuestro en 
un 90%. Colombia es hoy un Estado Social de dere-
cho que ha asumido seriamente el reto de profundizar 
la democracia y garantizar a sus ciudadanos los dere-
chos y libertades públicas. 

Gracias a este proceso, cuyo objetivo estratégi-
co ha sido retomado por el Gobierno del Presidente 
Juan Manuel Santos –tanto en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010–2014 como en la Política Integral 
de Seguridad y Defensa para la Prosperidad y en la 
Política de Seguridad Ciudadana– hoy es posible 
pensar en un marco jurídico de carácter constitucio-
nal sobre justicia transicional. La profundización de 
las garantías de seguridad en el país hoy implica que 
Colombia debe y puede enfrentar de manera respon-

interno hacia la paz. Así, el fortalecimiento de la 
capacidad institucional del Estado Colombiano y la 
garantía del imperio de la ley en todo el territorio 
nacional, pilares de la seguridad democrática, han 
constituido el primer paso para que hoy sea posible 
pensar en un marco jurídico que facilite la termina-

proyecto de Acto Legislativo que se pone en consi-
deración para primer debate en nada contradiga el 
objetivo primordial de garantizar la seguridad. Por el 
contrario, se trata de profundizar en estos logros con 

El proyecto de Acto Legislativo simplemente 
reconoce una realidad: los mecanismos de justicia 
transicional que han sido hasta ahora empleados para 
alcanzar la paz están en una profunda crisis, a pesar 
de los enormes esfuerzos de la rama judicial. Una de 
las causas de esta crisis ha sido sin duda la falta de 
una estrategia integral y coherente que, de la mano 
de la política de seguridad, facilite el cierre de los 
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Las décadas de violencia de los grupos armados 
organizados al margen de la ley presentan al Estado 
y a la sociedad en general un reto mayor: ¿qué trata-
miento dar a las violaciones masivas de los derechos 
humanos y a las infracciones al Derecho Internacio-

-
terno? Esta es una situación clásica de “transición” 
como la han conocido otros países del mundo que 

Para ello Colombia ha adoptado una serie de ins-
trumentos jurídicos de carácter transicional, que si 

-
cados de manera integral para desarrollar una verda-
dera estrategia transicional que cumpla con el objeti-
vo primordial del logro de la paz y la atención de los 
derechos de las víctimas. 

Eso es lo que se propone hacer en primera ins-
tancia este acto legislativo; orientar los procesos y 
darle herramientas a los poderes públicos para dise-
ñar e implementar una estrategia coherente que bajo 
la guía constitucional permita darle un tratamiento 
excepcional, propio de la justicia transicional, a las 

interno. Este es el principal objetivo del proyecto de 
acto legislativo: ser la hoja de ruta que posibilite a 
las fuerzas políticas y democráticas garantizar una 
transición legítima y responsable hacia la paz estable 
y duradera. 

Estas estrategias complementan de manera de-
-

dida en que la Fuerza Pública ha avanzado hacia la 
protección de cada uno de los ciudadanos, y que las 
distintas instituciones han llegado a todo el territorio 
nacional, el país necesita un marco jurídico consti-
tucional de justicia transicional que le permita dar el 

Al menos desde la Ley 418 de 1997 y sus respec-
tivas prórrogas, pasando por la Ley 975 de 2005, la 
Ley 1424 de 2010 y la Ley 1448 de 2011 –Ley de 
Víctimas–, Colombia ha desarrollado una serie de 
instrumentos de justicia transicional para responder a 
diferentes coyunturas de violencia, con mayor o me-
nor éxito. Si bien hay muchas lecciones aprendidas 
en estos procesos, no está clara la relación entre los 
diferentes instrumentos jurídicos, ni tampoco –y este 
es el punto fundamental– la contribución coherente 

en Colombia que debe ser acilitar  consolidar el 
logro de la paz, protegiendo a la vez los derechos de 
todas

su nombre lo indica, al marco institucional necesario 
para garantizar una transición exitosa. En el caso de 
Colombia cabe hacerse primero la pregunta: ¿de qué 
transición estamos hablando? No se trata evidente-
mente de una transición de un régimen autoritario a 
una democracia liberal, del tipo que ha constituido el 
paradigma y la base de la doctrina internacional de la 

-
cias de la democracia colombiana, el “momento tran-
sicional” de ampliación y profundización de la demo-
cracia se dio ya hace dos décadas con la promulgación 

de la Constitución de 1991. En este sentido, estamos 
más bien frente al problema de los impedimentos a la 
materialización plena de la Constitución y no ante la 
creación de un nuevo marco constitucional. 

El mayor de esos impedimentos es sin duda la 

razón el término “transición” debe ser entendido en 
el caso de Colombia primordialmente como la transi-

tipo de transición exige que se pondere junto con la 
satisfacción de los derechos de las víctimas a la ver-
dad, la justicia y la reparación, que son capitales en 
toda transición, otras consideraciones particulares 
a este tipo de transición, como son la reintegración 

-
diciones de seguridad en el territorio y en general 
las garantías de no repetición: no repetición de las 
violaciones sufridas por las víctimas y no repetición 
de nuevas violaciones en contra de nuevas víctimas.

Una transición de esta naturaleza supone unos 
niveles mucho más grandes de complejidad, pues-

-
rentes capítulos se van cerrando de manera gradual, 
como ocurrió con la desmovilización de las llamadas 
Autodefensas Unidas de Colombia. Esa gradualidad 
se convierte en un reto enorme para la satisfacción 
equilibrada de los derechos de las víctimas, puesto 
que en unos casos sus victimarios se han desmovi-

de Colombia no hay un único momento transicional 
sino varios momentos transicionales con el cierre 
gradual de diversos capítulos de la violencia.

A pesar de la complejidad de esta transición, el 
país ha carecido de una verdadera estrategia de jus-
ticia transicional que oriente la aplicación de los 
diferentes instrumentos jurídicos y de los esfuerzos 
complementarios a los que haya lugar, di erencie 
este “sistema transicional” de la administración de 
justicia ordinaria y logre un cierre jurídico de los 

Colombia de acuerdo con su naturaleza. 
El objetivo del presente acto legislativo es enton-

ces establecer un marco constitucional para la estra-
tegia de justicia transicional que facilite el logro de 
una paz estable y duradera. La paz, derecho y deber 
de obligatorio cumplimiento, debe irradiar y guiar 
todos los instrumentos de justicia transicional. 

Este acto legislativo responde de manera directa 
a la crisis del modelo de justicia transicional imple-
mentado en el país. A pesar de los grandes esfuerzos 
llevados a cabo por todas las ramas del poder pú-
blico e impulsados desde la sociedad civil, y de los 
importantes logros alcanzados –como  por ejemplo 
la efectiva ubicación de más de 4000 cuerpos de per-
sonas desaparecidas– de no tomar medidas pronto el 
modelo de justicia transicional en el país estará en 
riesgo de colapsar. Si bien el ordenamiento jurídi-
co colombiano cuenta con una serie de instrumentos 

armado interno a la paz, no existe una estrategia ju-
rídica que enmarque y direccione estos instrumentos 
hacia el objetivo principal de alcanzar el cierre jurí-

interno en un período de tiempo limitado. 
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En primer lugar, seis años después de la entrada 
en vigencia de la Ley de Justicia y Paz, y luego de la 
desmovilización de 35,299 miembros de grupos pa-
ramilitares, se han producido cuatro sentencias de las 

las investigaciones se hacen “hecho a hecho”, “caso 
a caso”, la simple imputación de los hechos denun-
ciados –cerca  de 340,000 hasta la fecha– podría tar-
dar cerca de 100 años. Lo anterior con el agravante 
de que cada vez más y más postulados están con-
siderando la posibilidad de renunciar al proceso de 
justicia y paz y no confesar los hechos en los que 
participaron por la inseguridad jurídica en la que se 
encuentra actualmente el proceso. De los 4,800 des-
movilizados postulados a justicia y paz, la mayoría 
cumplirá 8 años de detención preventiva en diciem-
bre de 2014, sin expectativa clara de que su caso sea 
resuelto. 

Pero el problema no es simplemente del tamaño 
de las cifras y de las capacidades del Estado. Ante 
todo, es un problema de enfoque y de comprensión 
de cómo desarrollar un proceso efectivo de justicia 
transicional. Antes que mirar las cifras de número de 
casos resueltos y de años que nos tardaría resolver-
los, es preciso advertir que el enfoque investigativo 
actual no permite a la Fiscalía General de la Nación 
concentrar sus esfuerzos y recursos en los casos de 
los “más responsables” –como es la práctica interna-
cional– ni esclarecer patrones y contextos regionales 

sino que fomenta la investigación de hechos indi-
viduales y aislados. El que la primera sentencia de 

falsedad en documento público, demuestra que esta 
situación antes que garantizar la justicia podría gene-
rar una situación de impunidad. 

De cara a esta situación, este acto legislativo bus-
ca re-direccionar el enfoque de investigación de los 

que la rama judicial concentre sus esfuerzos de in-
vestigación y sanción en los más responsables y per-
mita el esclarecimiento, en un tiempo razonable, de 
los crímenes más atroces cometidos en el marco del 

-
ce su historia está condenada a repetirla, y si nuestro 
modelo de justicia transicional se dedica a investigar 
cada delito de manera independiente, será imposible 

en el país. 
En segundo lugar, este acto legislativo busca tam-

bién resolver el problema de los “menos responsa-
bles”. Actualmente se han desmovilizado cerca de 
54,000 personas en el marco de la Ley 418 de 1997 

las cuales más del 90% no están postuladas a la Ley 
de Justicia y Paz. Tomando como base los tiempos 
de investigación e imputación de cargos según la ex-
periencia de los procesos de justicia y paz, procesar 
judicialmente todos los hechos en los que participa-
ron estas personas sería materialmente imposible. 
Este acto legislativo busca ofrecer respuestas jurídi-

que ocurrieron en el pasado, permitan dar un trato 
no judicial a quienes el legislador considere “menos 
responsables” de la comisión de los crímenes más 

graves, al tiempo que se esclarece la verdad y se re-
para a las víctimas. La creación de mecanismos no 
judiciales para los menos responsables, permitirá no 
sólo resolver la situación jurídica de desmoviliza-

esfuerzos y recursos de judicialización en los más 
responsables e incentivar procesos de contribución 

-
ración de las víctimas. 

Finalmente, este acto legislativo busca dar un 
marco constitucional que faculte al gobierno para 
impulsar las leyes que sean necesarias para futuras 
desmovilizaciones. De llegar a darse la terminación 

ofrecerles a todos los actores de Este, sin excepción 
alguna, con seguridad jurídica, una serie de medidas 
para incentivar la dejación de las armas y la reinte-
gración a la sociedad, garantizando al mismo tiempo 
su contribución al esclarecimiento pleno de la verdad 
y a la reparación de las víctimas. 

Este acto legislativo simplemente abre la puerta 
para que el legislador diseñe en su momento las me-
didas que sean necesarias para fomentar la dejación 
de las armas por parte de los grupos guerrilleros y 
su reintegración a la vida social y política de la Na-
ción.  También  para que se construya una salida 

pueden ser privados de una opción para resolver sus 
situaciones particulares. La verdadera reconcilia-
ción debe incluir a todos los actores sin excepción 
alguna. Sin embargo, será el legislador en ese con-
texto histórico-político particular el que determine 

-
dimientos a los que deban someterse los miembros 

de responsabilidad.
Como lo advierte la Corte Constitucional “la pro-

pia Constitución de 1991 fue concebida por sus ges-
tores como un tratado de paz”.1 Con la participación 
de miembros desmovilizados del M-19, el EPL, el 
Quintín Lame y el PRT, así como de miembros de 
los partidos de la Unión Patriótica, el partido Liberal, 
el partido Conservador y el Movimiento de Salva-
ción Nacional, se gestó un pacto político para dejar 

-
go, por distintas razones, el proyecto de paz de la 
Constitución de 1991 fue un proyecto incompleto. 
La no desmovilización de las Farc y el ELN supuso 

-
ción de otros tipos de criminalidad organizada. Este 

-
dad prevalente de la Constitución, y en ese sentido 

Asamblea Constituyente de 1991. 
Como lo advirtió la Corte Constitucional en la re-

visión de constitucionalidad de la Ley 975 de 2005, 

constitucionales: “el logro de una paz estable y du-

de la desmovilización de los grupos armados al mar-
gen de la ley puede pasar por ciertas restricciones 
al valor objetivo de la justicia y al derecho corre-
lativo de las víctimas a la justicia, puesto que de lo 
1 Sentencia C-370 de 2006
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contrario, por la situación fáctica y jurídica de quie-

ideal inalcanzable”.2 Sin embargo, según la Corte, 
para establecer la constitucionalidad de la relación 
establecida por el legislador entre la paz, la justicia 
entendida como valor y los derechos de las víctimas 
a la verdad, la justicia y la reparación, es necesario 
hacer una ponderación de cara al caso en concreto. 
Como bien lo advierte la Corte, en ciertos casos “la 
reducción en el alcance del valor y el derecho a la 

materialización de la paz, puede a su vez constituir 
un medio para realizar los derechos de las víctimas 
a la no repetición -en la medida en que cesa el con-

-
zan revelan las conductas delictivas cometidas-, a la 
reparación -si en el proceso de desmovilización se 
consagran reglas que llevan a los desmovilizados a 
satisfacer ese derecho de las víctimas-”.3

En el caso de este acto legislativo, las normas 
incorporadas en materia de autorización de meca-
nismos no judiciales, de priorización y selección de 
casos y de cesación de la acción penal para los casos 

limitaciones del derecho a la justicia, apuntan hacia 
la satisfacción efectiva del derecho a la no repeti-
ción –porque sin paz no hay garantía del derecho a la 
vida y a la integridad física, y sin estos derechos no 
existe la base para gozar de los demás derechos–, el 
esclarecimiento pleno de la verdad –al abrir la posi-
bilidad de mecanismos no judiciales que permitan el 
esclarecimiento pleno de patrones y contextos–, y la 
efectiva reparación de las víctimas –a través de los 
mecanismos administrativos de restitución, repara-
ción, rehabilitación y satisfacción incorporados en la 
Ley 1448 de 2011–. 

A diferencia de otros procesos de reforma del 
marco de justicia transicional, este acto legislativo se 
enmarca dentro de la promulgación de la Ley 1448 de 
2011 –Ley de Víctimas– que introduce por primera 
vez en el país, un marco completo para la reparación 
integral de las víctimas a través de procedimientos 
administrativos. Gracias a ello, la autorización para 
crear mecanismos no judiciales de justicia transicio-
nal, la implementación de las medidas de prioriza-
ción y selección de casos, y la posibilidad de cesar 
la acción penal para los casos no priorizados, son 
medidas que no afectan de manera desproporcionada 
los derechos de las víctimas. Sin importar qué casos 
se prioricen o seleccionen a futuro, ni para qué casos 
se establezcan mecanismos no judiciales, la Ley de 
Víctimas garantiza que todas las víctimas sean repa-
radas a través de distintos programas integrales.

Pero más importante aún, la incorporación de 
este tipo de medidas pretende contribuir de manera 
efectiva a la protección de la justicia como valor, en 
tanto se de paso al esclarecimiento judicial efecti-
vo de quienes ostentan la mayor responsabilidad por 
los crímenes cometidos. Las medidas incorporadas 
en este acto legislativo son ante todo estrategias de 
lucha contra la impunidad. Las lecciones aprendidas 
del proceso de justicia y paz, y de los distintos marcos 
2 Ídem. 
3 Ídem.

jurídicos utilizados para resolver la situación jurídi-
ca de los menos responsables, nos permiten concluir 
que si no implementamos medidas para priorizar y 
seleccionar los casos de los más responsables y crea-
mos mecanismos no judiciales que permitan esclare-
cer el contexto general de las violaciones ocurridas 

más cerca a la impunidad. El esclarecimiento de los 
casos de los más responsables contribuye a satisfacer 
de manera más efectiva el derecho de las víctimas a 
la verdad.

Esta ponderación resulta importante no sólo para 
corregir los errores del pasado, sino para prevenirlos 
a futuro. Hoy los miembros de grupos paramilitares 
desmovilizados alegan con razón que las condicio-
nes sobre la base de las cuales dejaron las armas no 
se han cumplido y amenazan con abandonar el pro-
ceso debido a la absoluta inseguridad jurídica. La 
única manera de abrir puertas ciertas a un proceso de 
paz en el futuro que conduzca hacia la desmoviliza-
ción de las guerrillas, es que exista un marco jurídico 

realmente permita dar cumplimiento al principio de 

Para asegurar el logro de la paz y a la vez la pro-
tección de los derechos de las víctimas y de la socie-
dad en general, la justicia transicional se enfoca de 
manera primordial –como lo demuestra la experien-
cia internacional– en el esclarecimiento de los fenó-
menos y patrones generales. Eso quiere decir que los 
instrumentos jurídicos y los medios a disposición del 
Estado se deben concentrar en la investigación y san-
ción de quienes tuvieron la mayor responsabilidad 
en la ocurrencia de los hechos más graves, al tiempo 
que se satisfacen los derechos de todas las víctimas a 
través de una estrategia integral de justicia transicio-
nal. El desarrollo de una estrategia que cumpla con 
todos estos propósitos requiere un marco de nivel 
constitucional. 

-

El 20 de septiembre de 2011 se llevó a cabo la au-
diencia pública en relación con el presente Proyecto 
de Acto Legislativo. En esta audiencia intervino en 
primera medida el honorable Senador Roy Barreras, 
autor del Proyecto de Acto Legislativo quien explicó 
ante la Comisión y ante los asistentes los anteceden-
tes que dieron origen a este Proyecto. En particular 
es importante señalar que el Senador hizo referencia 
a las distintas mesas de trabajo en donde se discu-
tió la necesidad de dar un marco constitucional a los 
instrumentos de justicia transicional. Mesas que con-
taron con amplia participación de la sociedad civil.

Posteriormente la presidenta de la Comisión Pri-
mera dio la palabra al Alto Asesor para la Seguridad 
Nacional, Dr. Sergio Jaramillo Caro, quien señaló 
que el Gobierno Nacional, tras la reunión de la Mesa 
de Unidad Nacional decidió apoyar el proyecto de 
Acto Legislativo en tanto este proyecto permite po-
ner orden a los diferentes instrumentos jurídicos de 
justicia transicional y englobarlos en una estrategia 

-
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duradera. Según el Alto Asesor, el Proyecto de Acto 
Legislativo ofrece las herramientas jurídicas nece-
sarias para implementar los instrumentos de justicia 
transicional de manera adecuada.

Durante la Audiencia intervinieron diferentes re-
presentantes de organizaciones de la sociedad civil 
en el siguiente sentido:

MAPP/OEA señaló que acompañan el proyecto de 
Acto Legislativo y advierten que posteriormente pre-
sentarán sus observaciones sobre el mismo.

para Colombia de Centro Internacional de Justicia 
Transicional, precisó que celebran la iniciativa legis-
lativa en tanto pone en el centro de la discusión la 
preocupación de hacia dónde deben estar enfocados 
los esfuerzos. Señaló que normalmente la justicia 
transicional no es un mecanismo para la consecución 
de la paz sino que se aplica después de haber logrado 
la paz, pero que es muy importante que el proyecto 
establezca que la justicia transicional precisamente 
contribuye y facilita el logro de la paz. Así mismo, 
la doctora Moreno señaló que el proyecto de acto le-

de la justicia transicional en Colombia. Igualmente 
señaló que este proyecto ayuda a reconstruir la con-

justicia transicional no se agota en los mecanismos 
de persecución penal. Según ella no debe seguir 
imperando la lógica de la justicia ordinaria. Señaló 
también que el esfuerzo de la persecución penal debe 
concentrarse en los más responsables. Así mismo 

satisfacer las garantías de no repetición y que merece 
un debate amplio y participativo. Por último, seña-

122 de la Constitución remueve los obstáculos para 
futuros procesos de paz, pero advirtió que es necesa-
rio determinar su aplicación hacia el futuro y hacia 
el pasado. 

la Fundación Ideas para la Paz, manifestó que reci-
ben positivamente el Proyecto de Acto Legislativo 
y resaltó la importancia de la constitucionalización 

ha concentrado el tema de justicia transicional en el 
ámbito penal y que se ha impuesto una lógica indivi-
dualizante de responsabilidad penal. En este sentido, 

instrumentos de justicia transicional actualmente se 

legislativo remueve obstáculos para la exitosa rein-
tegración de los grupos organizados al margen de la 
ley. 

-
tipax – Toledo en Colombia, saludó positivamente 
el proyecto de Acto legislativo, y apoyó el concep-
to de priorización y selección que se incluye en el 
mismo pero poniendo en tela de juicio la necesidad 
de que dichos criterios se Constitucionalicen. Con 
respecto a la constitucionalización del marco de jus-
ticia transicional se mostró totalmente de acuerdo, 
al considerarlo pertinente y necesario,  advirtiendo 

sin embargo,  que ven con preocupación que  el acto 

no permita un tratamiento diferenciado de las mis-
mas. Así mismo, anotó que es importante asegurar 
que las medidas de justicia transicional no se entien-
dan como exclusivamente posteriores a la termina-

preocupa que el proyecto de acto legislativo sea una 
respuesta a problemas coyunturales.

Después de las intervenciones ciudadanas, la ho-
norable Presidenta de la Comisión Primera de la Cá-
mara de Representantes le dio la palabra nuevamen-
te al Alto Asesor para la Seguridad Nacional, doctor 
Sergio Jaramillo Caro y por vez primera al Alto Con-
sejero para la Reintegración, doctor Alejandro Eder 

el presente proyecto pretende resolver problemas 
que de no ser resueltos pueden comprometer la no 

armado interno.
Posteriormente, se dio la palabra a los represen-

tantes que quisieran intervenir, y en este orden in-
tervino el honorable Representante Hugo Velásquez, 
quien acompañó el proyecto de acto y resaltó la im-
portancia de convocar un debate público sobre el 
sistema de justicia y paz y tener la discusión del pro-
yecto de acto legislativo con los representantes de las 
regiones. Igualmente hizo uso de la palabra el suscri-
to Coordinador Ponente del Proyecto, haciendo un 
resumen contextual del desarrollo de la audiencia y 

-
dades del proyecto. 

Teniendo en cuenta las consideraciones presenta-
das en la audiencia pública y algunas recomendacio-
nes hechas por el Gobierno Nacional y por los miem-
bros de la Comisión, someto a consideración de la 
Comisión Primera de la Cámara de Representantes 

 El título del proyecto de acto legislativo 
hace referencia exclusiva al primer artículo del pro-
yecto, lo cual se considera una impropiedad de téc-
nica legislativa, pues la iniciativa comprende mucho 
más que eso. De hecho el título del proyecto pre-
sentado a consideración de la Comisión Primera de 
la Cámara de Representantes, es del siguiente tenor: 
“por medio del cual se adiciona un nuevo artículo 
transitorio 66 a la Constitución Política de Colom-

ia con el n de darle co erencia a los di erentes 
instrumentos jurídicos de justicia transicional en el 
marco del artículo 22 de la Constitución Política”. 
Sin embargo, la iniciativa presentada, incorpora una 
segunda disposición, de no menor importancia, que 

-
rior, se propone el siguiente título: “por medio de la 
cual se  establecen instrumentos jurídicos de justicia 
transicional en el marco del artículo 22 de la Consti-
tución Política  se dictan otras disposiciones”.

-
 Con 

-
cional se pueden aplicar antes de la terminación del 
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armado, incluyo la palabra “facilitar” en el 
primer inciso del nuevo artículo 66 transitorio, de tal 
forma que advierta que “Los instrumentos de justicia 

facili-
tar

-
rar que el legislador podrá establecer instrumentos 
de justicia transicional que ofrezcan distintas res-

del nuevo artículo 66 transitorio, la frase  “podrán 
autorizar un tratamiento diferenciado para cada una 
de las distintas partes que hayan participado en las 

 
 Si bien el proyecto 

de acto legislativo hace referencia a los derechos de 
las víctimas en los incisos 2 y 4, es importante hacer 
referencia a estos desde el primer inciso del nuevo 
artículo 66 transitorio, de tal forma que su contenido 

del primer inciso del nuevo artículo 66 transitorio la 
frase “El Gobierno Nacional aplicará estrategias in-
tegrales para proteger los derechos de las víctimas”.

evitar duplicidades en la redacción del tercer y cuar-
-

ca el tercer inciso nuevo artículo 66 transitorio de tal 
forma que simplemente establezca que “Los criterios 
de priorización y selección son inherentes a los ins-
trumentos de justicia transicional”. Esto permite irra-
diar todos los instrumentos de justicia transicional.

 El in-
ciso 4 del nuevo artículo 66 transitorio autoriza al le-
gislador no sólo a permitir la renuncia de la persecu-
ción penal para casos no seleccionados, sino también 
la suspensión de la ejecución penal. Esto le permite 

-
dicas, según los contextos particulares en los que se 
haga uso de estas herramientas.

-

medidas en materia de restitución de derechos polí-
ticos sólo aplicarán para eventuales procesos de paz 
futuros y por lo tanto no tendrán efectos retroacti-
vos, se incluyeron las palabras “eventual” y “futuro” 
en el 5  inciso del artículo 122, de tal forma que se 

a los miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley que se desmovilicen en el marco de 
un eventual  proceso futuro de paz con el Gobierno 

-
mitar la aplicación de las medidas de restitución de 
derechos políticos, se incluyó que ello sólo aplicará 
para los casos en los que se haya cumplido la sanción 

una vez cumplan con 
las sanciones a las que haya lugar”.

-

i. Inciso 1, artículo transitorio 66:
El primer inciso del artículo 1° del Acto Legisla-

“Los instrumentos de justicia transicional ten-
-

-

-
-
-

Mediante este inciso se busca constitucionalizar 

como centro de todos los instrumentos de justicia 
transicional es la manera de garantizar que no perda-
mos de vista el objetivo estratégico. 

armado se introduce con el objetivo de delimitar el 
contexto y uso de los instrumentos de justicia tran-
sicional e impedir su extensión a hechos y personas 
que estén por fuera de este marco. Estos instrumen-
tos sólo son viables y legítimos en tanto permitan 

-
terno en un tiempo razonable. En la medida en que 

-

consecución son de carácter temporal.
A través de este inciso se busca garantizar que los 

instrumentos de justicia transicional deben estar diri-

y que puede haber un tratamiento diferenciado de las 
-

ciones del Estado no son las mismas de cara a cada 
una de las partes. 

De otra parte el inciso incorpora el concepto de 
excepcionalidad. Al enfrentarnos a contextos de vio-
laciones masivas a los derechos humanos, las medi-
das que se implementen tienen que ser excepciona-
les, y por lo tanto distintas de aquellas propias del 
sistema ordinario de administración de justicia. Los 
instrumentos de justicia transicional no funcionan y 
no deben funcionar de la misma manera que la justi-
cia ordinaria, ni se deben constituir en una jurisdic-
ción paralela. Volver ordinaria la justicia transicional 

-
cia transicional, pero incluso, afectar el buen funcio-
namiento de la justicia ordinaria.

La referencia a la seguridad busca evitar que se 
plantee una falsa dicotomía entre la búsqueda de la 
paz y la seguridad. Los instrumentos de justicia tran-

la paz y en tanto son exitosos en el cumplimiento de 
-

la seguridad de todos los colombianos.  Los logros 
alcanzados en materia de seguridad, desde ningún 
punto de vista pueden ponerse en riesgo en procura 
de la paz, pero de igual manera, no podemos renun-
ciar, a dotar a la Nación de instrumentos jurídicos 
que nos permitan avanzar en la consecución de la 
paz, consolidando de paso el propósito de seguridad, 
que hoy por hoy, es una prioridad ciudadana y un 
patrimonio obtenido al que no renuncian los colom-
bianos. 
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Finalmente, el inciso incorpora una referencia 
general a la obligación del Gobierno Nacional de, 
en cualquier caso, implementar estrategias integra-
les para proteger los derechos de las víctimas. La 
referencia a esta obligación desde el inicio del artí-
culo permite garantizar que esta irradie a las demás 
disposiciones contempladas dentro del mismo. Sin 
importar qué tipo de mecanismos de priorización, 
selección, cesación de la acción penal, o suspensión 
de la ejecución de la pena, sean implementados, los 
derechos de las víctimas deberán ser atendidos a tra-
vés de distintos mecanismos. 

ii. Inciso 2, artículo transitorio 66:
El segundo inciso del artículo 1° del Acto Legis-

-

a diseñar instrumentos tanto judiciales como no judi-
ciales de investigación y sanción, para el logro de los 

En primer lugar es importante resaltar que no 
existe ninguna obligación internacional que prohíba 
que los deberes de investigar y sancionar se garanti-
cen por medio de instrumentos no judiciales. Si bien 
en el desarrollo que la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos ha hecho de los artículos 1.1., 2, 8 y 
25 de la Convención, esta ha reiterado que los Esta-
dos tienen el deber de investigar, juzgar y sancionar, 
el deber de adoptar disposiciones de derecho interno 
para respetar y garantizar los derechos contemplados 
en la convención, y la obligación de combatir la im-
punidad por todos los medios posibles; es claro que 
la satisfacción de estas obligaciones no implica que 
los medios para hacerlo sean estrictamente judicia-
les. Así mismo el artículo 17 del Estatuto de Roma 
establece que “la Corte teniendo en cuenta el décimo 
párrafo del preámbulo y el artículo 1°, resolverá la 
inadmisibilidad de un asunto cuando: a) El asunto 
sea objeto de una investigación o enjuiciamiento 
por un Estado que tenga jurisdicción sobre él salvo 
que este no esté dispuesto a llevar a cabo la inves-
tigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente 

judicial completa generaría la inadmisibilidad de un 
caso ante la Corte Penal Internacional. Dicho de otra 
manera, el desarrollo de procedimientos no judicia-
les no podría interpretarse en momento alguno como 
la negación o falta de disposición del Estado para 
adelantar la investigación. 

Teniendo en cuenta esta ausencia de prohibición, 
el ordenamiento jurídico colombiano puede diseñar 
instrumentos no judiciales de investigación y sanción 
que además sean idóneos para el goce pleno de los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación. En 
contextos de violencia masiva, los grandes contextos 
de verdad responden típicamente a procesos no judi-
ciales; que en vez de probar cada hecho, esclarecen 
contextos amplios y buscan explicar las causas mis-

acto legislativo faculta al legislador para que diseñe 
los instrumentos de justicia transicional, tanto judi-
ciales como no judiciales, que garanticen los deberes 
de investigación y sanción de forma efectiva.

Aunque ya existen países como Uganda y Timor 
del Este que han diseñado mecanismos no judicia-
les de investigación y sanción, será el legislador co-
lombiano el que tomará la decisión, en un contexto 
histórico-político particular, y diseñe los componen-
tes que permitan garantizar verdaderos estándares de 
investigación y sanción. Algunos ejemplos incluyen 
comisiones de la verdad con equipos investigativos 
que no se limitan a oír a los victimarios sino que con-
trovierten sus versiones con el resultado de la inves-
tigación paralela, y sanciones como las pedidas pú-
blicas de perdón y el trabajo comunitario, entre otras. 

iii. Inciso 3, artículo transitorio 66:
El tercer inciso del artículo 1° del Acto Legislati-

vo contempla que: 

El objetivo de este inciso es garantizar que los 
instrumentos de justicia transicional concentren es-
fuerzos y recursos en “los más responsables”, según 
los criterios que el legislador desarrolle en materia 
de mayor responsabilidad. 

Actualmente existe consenso entre los doctrinan-
tes internacionales sobre que en contextos de justicia 
transicional no es posible ni deseable investigar y 
juzgar todos y cada uno de los hechos que ocurrieron 

una de las personas que participaron en este. Las in-
terpretaciones radicales del principio de legalidad 
en estos contextos conducen a mayor impunidad, en 

a unos cuantos, sin tener en cuenta la importancia de 
esos casos para el esclarecimiento de la verdad y la 
reparación de las víctimas. En este sentido, aplicar 
criterios de selección y priorización contribuye tanto 
al esclarecimiento de los motivos, contextos y pa-
trones, como a garantizar la no repetición, en tanto 
es posible dedicar esfuerzos y recursos para atender 
la criminalidad del presente y disuadir la del futuro. 

Las experiencias internacionales demuestran que 
incluso ante contextos de violencia masiva, los pro-
cesos de justicia transicional exitosos se concentran 
en la judicialización de los casos que impliquen a los 
más responsables y esclarezcan los hechos más atro-
ces. Por ejemplo, después de la segunda guerra mun-
dial, el Tribunal de Núremberg juzgó a 24 líderes del 
gobierno nazi y el Tribunal Militar Internacional para 
el lejano oriente en Tokio, juzgó a 28 personas. Más 
recientemente el Tribunal Penal Internacional para la 
antigua Yugoslavia ha juzgado a 55 personas desde 
su entrada en funcionamiento en 1993, el Tribunal de 
Ruanda ha adelantado la judicialización de 65 casos 
y la Corte Especial de Sierre Leona condenó a 13 
personas. La judicialización de los 54,000 desmovi-
lizados, e incluso de los 4.800 postulados a la Ley 
de Justicia y Paz no tiene antecedente internacional.

El inciso cuarto del artículo 1° del Acto Legisla-
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-

-
-

Este inciso autoriza al legislador a establecer cri-
terios de selección de casos en materia penal. Ejem-
plos de este tipo de criterios van desde los puramen-
te jerárquicos (que priorizan la persecución de los 
altos mandos), pasando por los de ejecución (que 
priorizan las persecución de los más atroces), hasta 
aquellos que se concentran en los efectos (que prio-
rizan los casos que involucren al mayor número de 
víctimas). Será el legislador el que en un contexto 
histórico-político particular determine dónde deba 
trazarse la línea. 

Así mismo, este inciso autoriza al legislador a 
renunciar a la persecución penal o suspender la eje-
cución de la pena de los casos que no sean seleccio-
nados. Se trata de garantizar la efectividad del pro-
ceso de priorización. De nada serviría que la Fiscalía 
pudiese priorizar los casos de los más responsables, 
pero aún así, estuviese obligada a seguir adelantando 
uno a uno los procesos penales de cada uno de los 
54.000 desmovilizados. 

Existe hoy un consenso internacional al respecto: 
-

nado de Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos “cuando han sido miles de personas las que han 
participado en la comisión sistemática de crímenes, 
es imposible proceder judicialmente contra todos. 
Es fundamental establecer un conjunto de criterios 

-
cación de aquellos sospechosos que van a ser inves-
tigados y procesados”. 

Pues bien, si es imposible investigar todas las 
conductas, una estrategia de selección  transparente 
tendrá que reconocer que en algunos casos el legis-
lador podrá autorizar la renuncia a la persecución 
penal o la suspensión de la ejecución de la pena. En 
palabras de Forer y López, “con una visión maxima-
lista existe el riesgo, bastante probable, de que las in-
vestigaciones y juicios nunca acaben (o por lo menos 
no antes de la muerte de los postulados, testigos o 
víctimas); [lo que] llevaría en todo caso, a una mayor 

y no juzgar penalmente algunas conductas punibles 
sin que ello contravenga las obligaciones del Esta-
do a la luz del derecho internacional, dado que hay 
instrumentos alternativos para investigar hechos no 
seleccionados, que garantizan los derechos de las 
víctimas a la verdad y la reparación”.

Lo importante es que el inciso en todo caso obliga 
al legislador a crear mecanismos no judiciales para 
el esclarecimiento de la verdad y la reparación ad-
ministrativa de las víctimas. Así mismo, lo faculta 

para crear mecanismos no judiciales de investiga-
ción y sanción para los casos no seleccionados. En 
este sentido lo que ocurre es que el Estado es res-
ponsablemente de diseñar mecanismos alternativos 
no judiciales, que ayudarán a garantizar los derechos 
de las víctimas, especialmente el derecho a la verdad 
y la reparación, pues la selección transparente y con-
dicionada a un compromiso férreo de contribución 
efectiva a la verdad implica un incentivo para aque-
llas personas que no serán investigadas. 

Sin embargo, esta autorización depende de la 
ponderación que el legislador haga en cada caso. 
Actualmente el legislador ya determinó que el trata-
miento de los paramilitares, tanto más responsables 
(Ley 975 de 2005), como menos responsables (Ley 
1424 de 2010) es judicial. A futuro, el legislador de-
berá establecer cuáles serán los criterios de mayor y 
menor responsabilidad y a quiénes se les podrá apli-
car mecanismos no judiciales, de acuerdo con el ac-

interno.

inciso 5º del artículo 122 quedará así:
-
-

-

-
-

-

Este inciso pretende abrir la puerta para que en futu-
ros procesos de paz los miembros de grupos armados al 
margen de la ley que se desmovilicen puedan acceder 
a cargos de elección popular, ser elegidos y designados 
servidores públicos si así lo dispone el legislador por 
mayoría absoluta. Es importante aclarar que la medida 
de justicia transicional incorporada en este inciso es es-
trictamente de carácter político y no penal.

-
mado interno y el logro de la paz de cara a posibles 
procesos de paz futuros. Sin embargo, esta medida 
podrá ser o no usada por el Legislador según el con-
texto histórico-político particular. 

Vale decir, que la incorporación al artículo 122 
Superior de un aparte como el sugerido,  puede ge-
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pensarse que se está generando algún tipo de conce-

no hay tal pues la norma simplemente abre la puer-
ta para que el legislador ordinario –pero a través de 

del momento y proceda en consecuencia.
También podría considerarse que se transmite un 

mensaje de debilidad por parte del Estado, abriendo 
una puerta o salida para la solución negociada del 

Democrática es un patrimonio de los Colombianos, 
que no está, ni puede estar en tela de juicio por el sim-
ple hecho de que el legislador se anticipe a escena-
rios futuros dotando al Gobierno Nacional de marcos 
Constitucionales coherentes y compatibles con propó-
sitos tan loables y altruistas como el de la Paz, que tan 
solo se vislumbra más cercana, en la medida en que se 
ha trabajado fuertemente en el fortalecimiento de las 
instituciones, garantizando así cada vez más las liber-
tades públicas. La seguridad democrática, más que un 

descansara la paz de la Nación.
Por lo demás, la verdad sea dicha, el proceso de 

-
tituyente derivado en muchas ocasiones no ha garan-
tizado la sistematicidad o coherencia deseada. Es así 
como algunas disposiciones del Estatuto Superior que 
se erigen en principios, reivindican la temporalidad de 
las penas o sanciones, como por ejemplo cuando en el 
artículo 34 proscribe la prisión perpetua, o cuando el 

medidas de seguridad imprescriptibles. No obstante, 
lo consagrado en el artículo 122 –independientemente 
de que hablemos de procesos de paz o no– constitu-
ye la antítesis de ese propósito, pues se sanciona de 
por vida a quienes han sido objeto de condenas con 
ocasión de determinados delitos, para que nunca pue-
dan ser elegidos, ni designados servidores, ni tampoco 
puedan celebrar Contratos con el Estado, postrándolos 
así en el ostracismo, en forma perpetua. 

Constitucional, y corresponderá al legislador a ini-
ciativa exclusiva del Gobierno, expedir las Leyes que 
lo desarrollen, naturalmente sin dejar de lado ni mu-
cho menos desconocer, los tratados internacionales, 
que reivindican los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario, y que hacen parte de lo 
que se conoce como Bloque de Constitucionalidad. 

Sin embargo, el inciso es claro en establecer que 
tal prerrogativa solo podrá ser viable cuando el des-
movilizado haya cumplido con las sanciones a las 
que haya lugar.

Por las anteriores consideraciones y con base en 
lo dispuesto por la Constitución Política y la ley, pro-
pongo a los honorables Representantes dar primer 
debate al Proyecto de Acto Legislativo de Cámara 

-

Cordialmente,
Carlos Edward Osorio Aguiar,

Representante a la Cámara.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 94 DE 2011 CÁMARA
por medio del cual se adiciona un nuevo artículo 
transitorio 66 a la Constitución Política de Colom-
bia con el n de darle co erencia a los di erentes 
instrumentos jurídicos de justicia transicional en el 

marco del artículo 22 de la Constitución Política.
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO  

NÚMERO 94 DE 2011 CÁMARA
por medio del cual se establecen instrumentos 
jurídicos de justicia transicional en el marco del 
artículo 22 de la Constitución Política  se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio que será el 66, así: 
 Los instrumentos de jus-

facilitar
y el logro de la paz estable y duradera, garantizando 
la seguridad de todos los colombianos. Estos instru-
mentos podrán autorizar un tratamiento diferencia-
do para cada una de las distintas partes que hayan 
participado en las hostilidades, y serán temporales 
y excepcionales. El Gobierno Nacional aplicará es-
trategias integrales para proteger los derechos de las 
víctimas.

La Ley podrá diseñar instrumentos de justicia 
transicional de carácter judicial o no judicial que 
permitan garantizar los deberes estatales de investi-
gación y sanción. 

Los criterios de priorización y selección son in-
herentes a los instrumentos de justicia transicional. 

El Congreso de la República, a iniciativa del Go-
bierno Nacional, determinará los criterios de selec-
ción y en consecuencia podrá autorizar la renuncia a 
la persecución penal o la suspensión de la ejecución 
de la pena en los casos a los que haya lugar. En estos 
casos se aplicarán mecanismos no judiciales para el 
esclarecimiento de la verdad y la reparación admi-
nistrativa de las víctimas, sin perjuicio de la investi-
gación y sanción mediante mecanismos no judiciales 
cuando el legislador así lo determine.

Artículo 2°. El artículo 122 de la Constitución Po-
lítica quedará así:

No habrá empleo público que no 
tenga funciones detalladas en ley o reglamento y 
para proveer los de carácter remunerado se requie-
re que estén contemplados en la respectiva planta y 
previstos sus emolumentos en el presupuesto corres-
pondiente. 

Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo 
sin prestar juramento de cumplir y defender la Cons-
titución y desempeñar los deberes que le incumben. 

Antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del 
mismo o cuando autoridad competente se lo solicite 
deberá declarar, bajo juramento, el monto de sus bie-
nes y rentas. 
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Dicha declaración solo podrá ser utilizada para 

del servidor público. 
Sin perjuicio de las demás sanciones que esta-

blezca la ley, no podrán ser inscritos como candida-
tos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni de-
signados como servidores públicos, ni celebrar per-
sonalmente, o por interpuesta persona, contratos con 
el Estado, quienes hayan sido condenados, en cual-
quier tiempo, por la comisión de delitos que afecten 
el patrimonio del Estado o quienes hayan sido con-
denados por delitos relacionados con la pertenencia, 

-

en Colombia o en el exterior. Cuando por iniciativa 
exclusiva del Gobierno Nacional, así lo disponga el 
Legislador mediante la aprobación de la mayoría ab-
soluta de los votos de los miembros de una y otra 
Cámara, esta disposición no se aplicará a los miem-
bros de grupos armados organizados al margen de la 
ley que se desmovilicen en el marco de un eventual 
proceso futuro de paz con el Gobierno Nacional, una 
vez cumplan con las sanciones a las que haya lugar.

Tampoco quien haya dado lugar, como servido-
res públicos, con su conducta dolosa o gravemente 

que el Estado sea condenado a una reparación patri-
monial, salvo que asuma con cargo a su patrimonio 
el valor del daño.

Artículo 3°. El presente Acto Legislativo rige a 
partir de su promulgación.

Carlos Edward Osorio Aguiar,
Representante a la Cámara.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY 238 DE 2011  

SENADO, CÁMARA 079 DE 2011
por medio de la cual se aprueba el “Acta Constitutiva 
de la Asociación de Estados Iberoamericanos para el 
Desarrollo de las Bibliotecas Nacionales de los Paí-
ses de Iberoamérica –Abinia–”, suscrita en Lima a 
los doce días del mes de octubre de mil novecientos 

noventa  nueve.
Bogotá, D. C., septiembre 20 de 2011
Honorables Representantes
JUAN CARLOS SÁNCHEZ FRANCO
Presidente
JOSÉ IGNACIO MESA BETANCUR
Vicepresidente
Comisión Segunda de Relaciones Exteriores
Cámara de Representantes
Ciudad.
Señores Representantes a la Cámara:
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa 

Directiva de la Comisión Segunda Constitucional 
Permanente de Relaciones Exteriores de la Cámara 
de Representantes del Congreso de la República, y 
con fundamento en los artículos 174 y 175 de la Ley 
5ª de 1992, me permito rendir -

 al 
 por medio de la cual 

se aprueba el “Acta Constitutiva de la Asociación de 
Estados Iberoamericanos para el Desarrollo de las 
Bibliotecas Nacionales de los Países de Iberoamé-
rica –Abinia–” suscrita en Lima a los doce días del 
mes de octubre de mil novecientos noventa  nueve, 
en los siguientes términos.

El Proyecto de ley número 238 de 2011 Senado, 
079 de 2011 Cámara es de autoría del Gobierno Na-
cional presentado por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y el Ministerio de Cultura, radicado en 
la Secretaría General del Senado el 31 de marzo del 
año 2011. Cumplido el trámite constitucional y le-
gislativo en la Comisión Segunda y Plenaria del Se-
nado, inicia su trámite en la Comisión Segunda de la 
Cámara de Representantes para primer debate.

Es importante recordar que los tratados interna-
cionales constan generalmente de 3 partes: La prime-
ra, hace referencia al Preámbulo que se compone a 
su vez de dos segmentos, enunciación de los Estados 
u Organizaciones Internacionales participantes y ex-
posición de motivos.

En el tratado objeto de estudio y discusión, en 

organismo internacional cuyo objeto principal sea la 
unión de las Bibliotecas Iberoamericanas, con el pro-

de las naciones iberoamericanas.
La segunda parte lo constituye el cuerpo disposi-

tivo del tratado, integrado por las diferentes cláusu-
las del mismo entre las cuales encontramos: el obje-

objetivos de la Organización mediante él creada; 
disposiciones administrativas (diversos órganos del 
organismo internacional que por medio del tratado 

-

voluntad para vincularse a un tratado, la admisión o 
no de reservas, designación de Depositario, entrada 
en vigor, entre otros.

La tercera y última parte contiene los anexos o 
apéndices en caso de que estos existan, que en el 
caso objeto de estudio no se presentan.

Vale la pena resaltar de los 23 artículos que 
conforman el cuerpo dispositivo del instrumento 
internacional, los objetivos de la Asociación de 
Estados Iberoamericanos para el Desarrollo de las 
Bibliotecas Nacionales de los Países de Iberoamé-
rica - Abinia.

De acuerdo con el artículo III, la Asociación ten-
drá los siguientes objetivos:

“a  ecopilar  mantener in ormación actualiza-
da  retrospectiva sobre las Bibliotecas Nacionales 
Iberoamericanas.

b  ealizar las gestiones ue uesen necesarias 
para crear conciencia sobre la signi cación e im-
portancia del patrimonio bibliogr co  documental 
de los países miembros.

c  Adoptar políticas, estrategias, normas  pro-
gramas de capacitación para la preservación de las 
colecciones de las bibliotecas nacionales.
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d) Adoptar normas técnicas compatibles, que ga-
ranticen el control bibliogr co, aciliten el inter-
cambio de materiales e in ormación  la automatiza-
ción de los sistemas de in ormación.

e) Elaborar uentes de re erencias nacionales  
regionales que omenten la investigación, el estudio 
 el intercambio de in ormación.

) incular a las bibliotecas nacionales con las 
dem s bibliotecas, así como con las redes  sistemas 
de in ormación e istentes.

g) Divulgar las colecciones por medio de catálo-
gos, ediciones  e posiciones.

) Apo ar programas de ormación académica  
de capacitación en servicios orientados a la actuali-
zación  per eccionamiento de los recursos umanos 
de las bibliotecas nacionales, así como de ormación 
de usuarios.

i) Intercambiar e periencias  realizar investiga-
ciones conjuntas sobre problemas in erentes a las 
bibliotecas nacionales.

j) Brindar asistencia técnica a los miembros que 
lo soliciten.

) estionar la obtención de recursos nancieros, 
materiales  umanos que contribu an a la consoli-
dación  modernización de las colecciones  servi-
cios de las bibliotecas nacionales  que permitan la 
realización de programas cooperativos.

l) Realizar cualquier otra actividad que las Par-
tes decidan, de común acuerdo, llevar a cabo en 
cumplimiento de los nes de la presente Acta”.

-

En 1989 se creó en México la Asociación de Bi-
bliotecas Nacionales de Iberoamérica - Abinia, con 

. 
Nuestro país actuó como uno de los gestores de la 
iniciativa y como uno de sus miembros fundadores.

Sin embargo, la realidad del sistema internacio-
nal, y las fuertes tendencias de integración entre los 
Estados de la región iberoamericana, llevó a que se 
pensara en dar un paso adelante en este proceso de 
integración cultural y educativa.

Por ello, tal y como consta en los considerandos 
del Preámbulo del instrumento internacional objeto 
de estudio para su aprobación, “la e periencia acu-
mulada durante estos a os, a llevado a los inte-
grantes de Abinia a e aminar la necesidad de cam-
biar el carácter de asociación civil de la institución 
por uno que se corresponda mejor con su naturaleza 
jurídica, alcance  nes, interés que a sido avalado 
por sus respectivos Gobiernos” (subrayado fuera de 
texto).

En consonancia con lo previamente expuesto, el 
objetivo principal del Tratado lo constituye precisa-
mente la transformación de esta asociación civil en 
un nuevo sujeto de Derecho Internacional Público, y 
en consecuencia, la creación de la nueva Organiza-
ción Internacional, Abinia.

De esta forma, el artículo I le concede a Abinia la 
personalidad jurídica necesaria para el cumplimiento 

de sus objetivos. El Artículo II hace referencia a la 
posible sede del Organismo Internacional. El Artículo 
IV explica cuáles Estados podrán ser miembros de la 
Asociación. Y el Artículo V establece los órganos de la 
Asociación, dentro de los cuales encontramos, como 
es usual en todos los organismos internacionales, un 
órgano plenario, compuesto por los representantes de 
todos los Estados Miembros (La Asamblea General); 
un órgano no plenario u órgano ejecutivo (El Consejo 
de Directores), y un Secretariado (La Secretaría Eje-
cutiva). Los Artículos VI y siguientes regulan con cla-
ridad las funciones de estos diversos órganos.

De ahí que podamos concluir que la naturaleza 
jurídica de la Asociación de Estados Iberoamerica-
nos para el Desarrollo de Bibliotecas Nacionales de 
los Países de Iberoamérica - Abinia, corresponde a la 
de una organización internacional porque reúne los 
elementos propios de estos sujetos de Derecho Inter-
nacional Público.

Al efecto, la Comisión de Derecho Internacional 
ha señalado que una Organización Internacional es:

“[…] la instituida por un tratado u otro instru-
mento regido por el derec o internacional  dotada 
de personalidad jurídica internacional propia. Las 
organizaciones internacionales pueden contar entre 
sus miembros, además de Estados, otras entidades 
[…]”1.

En este sentido, Abinia fue creada mediante un 
tratado y está dotada de personalidad jurídica, como 
lo establece el Artículo I del Acta Constitutiva de la 
Asociación de Estados Iberoamericanos para el de-
sarrollo de las Bibliotecas Nacionales de los Países 
de Iberoamérica - Abinia.

En la X Asamblea General de Abinia realizada en 
-

presentantes plenipotenciarios de 12 países de Ibero-
américa, la nueva Acta Constitutiva de Abinia como 
organismo internacional. A partir de ese momento 
comienza una nueva etapa para la Asociación, pues 
sus miembros serán los Estados de la región, repre-
sentados por los directores de las Bibliotecas Nacio-
nales de cada uno de ellos (y no ya directamente sus 
Bibliotecas Nacionales).

de Abinia y son Estados parte de este Organismo 
Internacional. Estos diez Estados son en su orden: 
Cuba, Ecuador, El Salvador, España, México, Nica-
ragua, Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela.

Asamblea General: Es el órgano máximo de la 
Asociación. Está constituida por los directores de 
las Bibliotecas Nacionales como representantes de 
los Estados miembros, debidamente acreditados por 
vía diplomática conforme a la legislación vigente 
en cada uno de los Estados miembros. Cada Estado 
miembro tendrá derecho a un voto, igualmente en 
cada uno de sus órganos auxiliares.
1 Informe de la Comisión de Derecho Internacional, 61º 

período de sesiones (4 de mayo a 5 de junio y 6 de julio a 
7 de agosto de 2008), Asamblea General Suplemento Nº 
10 (A/64/10 - 64ª período de sesiones).
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Consejo de Directores: La Asamblea General de-
signará al Consejo de Directores que estará integrado 
por seis miembros, de entre los cuales se elegirá un 
presidente, un vicepresidente y sus cuatro vocales, 
los que durarán dos años en sus funciones y podrán 
ser reelegidos por una sola vez para un nuevo perío-
do consecutivo.

El consejo se renovará por mitades anualmente. 
La Secretaría del Consejo de Directores será la mis-
ma de la Asociación. El Consejo tendrá entre otras 
funciones, cumplir y hacer cumplir las resoluciones 
y recomendaciones de la Asamblea General.

Actualmente el Consejo está integrado por los 
directores de las Bibliotecas Nacionales de: Brasil, 
Panamá, Perú, Portugal, Cuba, Chile.

Secretaría Ejecutiva: Este es el órgano de gestión 
de la Asociación y estará a cargo de un Secretario 
Ejecutivo. La Secretaría Ejecutiva funcionará en la 
sede de la Asociación (Venezuela).

El Secretario Ejecutivo de la Asociación será de-
signado por la Asamblea General mediante el voto 
favorable de dos tercios de los miembros presentes. 
Tendrá un período de dos años consecutivos. Tanto 
para su reelección como para su sustitución, se re-
querirá el voto favorable de mayoría simple de los 
miembros presentes en la Asamblea General.

Uno de los propósitos fundamentales de la Or-
ganización Internacional Abinia es tal y como lo 
dispone el Artículo III, literal f), de su instrumento 
constitutivo: “vincular a las bibliotecas nacionales 
con las demás bibliotecas, así como con las redes 
 sistemas de in ormación e istentes”. Es decir, los 

Estados parte de Abinia actuarán en la organización 
a través de sus Bibliotecas Nacionales. De esta for-
ma, Abinia reúne a todas las Bibliotecas Nacionales 
de Iberoamérica, con el propósito de apoyar proyec-
tos de las mismas.

Las Bibliotecas Nacionales son aquellas entida-
des responsables de la recuperación, la organización, 
la preservación y la difusión de toda la producción 

-
dose de esta forma en la memoria cultural e histórica 
de una Nación.

En ese sentido, las Bibliotecas Nacionales son los 

expresión y el libre acceso a la información, en cuan-
to salvaguardan toda la producción intelectual sin 
censuras de calidad, autoría o contenido; y de esta 
forma actúan como los principales centros de inves-
tigación del país y como un referente fundamental 

y cultural.
-

ca y documental de un país, convierte a las Biblio-
tecas Nacionales en un espacio de construcción y 
reconocimiento de la identidad y diversidad cultural 
de una comunidad, desde la recopilación y difusión 

-
litar la integración del conocimiento histórico y las 
nuevas manifestaciones culturales para construir una 
sociedad más participativa que reconozca su pasado 
y pueda participar en su futuro.

En este contexto, la Biblioteca Nacional es la res-
ponsable de coordinar la Red Nacional de Biblio-
tecas Públicas conformada por alrededor de 1.600 
Bibliotecas en todo el país, y la Red de Patrimonio 
Bibliográ co  Documental, desde donde se articu-
lan acciones para asegurar el acceso a la información 
y a la historia local y nacional.

Por último es importante explicar que la adhesión 
de Colombia a esta Organización Internacional im-
plicará un gasto para el Estado, por cuanto el Artícu-
lo XVII, literal a, establece que el patrimonio de la 
Asociación estará constituido por “el aporte de cuo-
tas ordinarias o e traordinarias provenientes de los 
Estados miembros”.

La cuota que deberá sufragar el Estado colombia-
no por hacerse parte de Abinia equivale a US4.000 
dólares anuales. Dicho aporte será cancelado con 
cargo al presupuesto del Ministerio de Cultura, asig-
nado a la Biblioteca Nacional.

-

“Los tratados son actos jurídicos complejos, que 
se encuentran sometidos a un régimen jurídico com-
plejo, pues están regidos tanto por normas interna-
cionales como por disposiciones constitucionales. 
Así, el consagra la vida  los 
e ectos internacionales de esos acuerdos, mientras 
que el  establece la e cacia 
interna de los tratados así como las competencias 
orgánicas  los procedimientos institucionales por 
medio de los cuales un país adquiere determinados 
compromisos internacionales”. (Corte Constitucio-
nal, Sentencia C-400 de 1998).

Nuestra Constitución Política de 1991 diseñó un 
sistema claro y estructurado para que el Estado co-
lombiano pudiese asumir obligaciones internacio-
nales. Este sistema está dispuesto para permitir la 
intervención de las tres ramas en las que se divide 
el Poder Público. Por tanto, tal y como lo explica la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-400 de 1998, 
el Estado colombiano solo puede legítimamente obli-
garse a nivel internacional, una vez se a an surtido 
los trámites internos de aprobación del tratado.

El Presidente, en su carácter de director de las Re-
laciones Internacionales, tiene la facultad para “cele-
brar con otros Estados  entidades de derec o inter-
nacional tratados o convenios que se someterán a la 
aprobación del Congreso” (artículo 189, numeral 2, 
Constitución Política).

Una vez el instrumento internacional haya sido 
-

diante un instrumento conocido como la Aprobación 
Ejecutiva.

Posteriormente, conforme al artículo 150, nume-
ral 16, de la Constitución Política, corresponde al 
Congreso de la República “aprobar o improbar los 
tratados que el Gobierno celebre con otros Estados 
o con entidades de derec o internacional”. Por tan-
to, el Ejecutivo deberá presentar para aprobación del 
Congreso, dicho instrumento.

Una vez el Congreso de la República, siguiendo 
el procedimiento legislativo ordinario (artículo 204, 
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Ley 5ª de 1992), haya aprobado el instrumento in-
ternacional, objeto de discusión y del cual desea ser 
parte nuestro país, el Ejecutivo deberá remitir dicha 
ley aprobatoria a la Corte Constitucional para su re-
visión previa  automática, antes de que pueda mani-
festar su consentimiento en obligarse por el Tratado 
en los términos de la Convención de Viena de 1969 
sobre Derecho de los Tratados.

El artículo 241, numeral 20 de la Constitución 
Política establece que “la Corte Constitucional de-
berá decidir de nitivamente sobre la e equibilidad 
de los tratados internacionales  de las le es que 
los aprueben”. En este sentido, la revisión previa 
y automática de la Corte Constitucional incluye no 
solo las disposiciones del Tratado, sino también su 
ley aprobatoria. De esta forma, la Corte Constitucio-
nal revisa que la Ley haya sido aprobada de acuerdo 
con las normas constitucionales, legales y reglamen-
tarias que regulan el trámite legislativo ordinario. 

guarden armonía con las disposiciones de la Consti-
tución Política.

Solo hasta contar con el pronunciamiento de exe-
quibilidad por parte de la Corte Constitucional, el 
Gobierno Nacional podrá proceder a manifestar su 
consentimiento en obligarse por el tratado, mediante 

Es importante reiterar que es facultad discrecio-
nal del Poder Ejecutivo, manifestar o no el consenti-
miento para que Colombia se obligue por el Tratado. 
Una vez perfeccionado el vínculo internacional que 
haga parte a Colombia de un Tratado, el Gobierno 
Nacional expide un Decreto de promulgación en el 
cual se indica un recuento del trámite interno y ex-
terno del cual ha sido objeto el instrumento interna-
cional, y se señala así mismo la fecha de entrada en 
vigor para Colombia. Dicho Decreto deberá contener 
el texto del Tratado, así como de las reservas y de las 
declaraciones formuladas, si hubiesen (artículo 2°, 
Ley 7ª de 1944).

Teniendo en cuenta lo previamente explicado, 
podemos colegir que el Gobierno Nacional obvió 
este sistema reglado al hacerse parte en una primera 
oportunidad de la Asociación de Estados America-
nos para el Desarrollo de las Bibliotecas Nacionales 
de los Países de Iberoamérica (Abinia) a través de la 
expedición de la Ley 927 de 2004.

De esta forma, el artículo 1° de la Ley 927 de 

a la Asociación de Estados Americanos para el De-
sarrollo de las Bibliotecas Nacionales de los Países 
de Iberoamérica (Abinia). En su parágrafo establecía 
igualmente que “en caso de desaparecer alguno de 
estos organismos no gubernamentales, las mencio-
nadas entidades nacionales podrán a liarse a las 
organizaciones internacionales que cumplan con los 
mismos nes  propósitos”.

A su vez el artículo 2° de la referida ley, autori-
zaba al Gobierno Nacional para reconocer y pagar 
las contribuciones establecidas por la Asociación de 
Estados Americanos para el Desarrollo de las Bi-
bliotecas Nacionales de los Países de Iberoamérica 
(Abinia).

La promulgación de la Ley 927 se constituye en-
tonces en un procedimiento irregular para manifestar 
el consentimiento en obligarse internacionalmente el 
Estado colombiano.

De lo anterior se puede concluir que nos encon-
tramos ante una irregularidad latente, por cuanto el 
Gobierno Nacional decidió hacerse parte de un ins-
trumento internacional obviando el procedimiento 
claramente reglado en nuestra Constitución Política. 
Y por tanto, es absolutamente necesario e indispen-
sable corregir de forma inmediata este vicio llevando 
a cabo los procedimientos establecidos para que Co-
lombia pueda ser un Estado Parte de la organización 
internacional Abinia.

El primero de ellos, la presentación, por parte 
del Ejecutivo, del instrumento internacional para su 
aprobación por el Congreso de la República. De esta 
situación es consciente el Gobierno Nacional y es 
por ello que la exposición de motivos del proyecto 
de ley relata que una vez el Ministerio de Relaciones 
Exteriores depositó el instrumento de adhesión a la 
Organización Internacional Abinia ante el Gobier-
no de Venezuela, luego de la autorización otorgada 
por la Ley 927 de 2004 en ese sentido, la Directora 
General de la Consultoría Jurídica del Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Venezuela, en su calidad 
de autoridad competente del Estado Depositario del 
Acuerdo Internacional, conceptuó que “corresponde 
a la República de Colombia como Estado, sujeto de 
derec o internacional,  no a la Biblioteca Nacional 
de Colombia adoptar el Acta Constitutiva de Abinia 
como se indica en la Le  2  de 2 ), razón por la 

cual es necesario la iniciación del trámite a nombre 
del Estado colombiano”.

Y por tanto la misma exposición de motivos ex-
plica que “resulta de vital importancia para Colom-
bia como miembro undador de Abinia  para la la-
bor que cumple el Ministerio de Cultura en pro del 
ortalecimiento institucional del sector cultura  del 

mejoramiento de la o erta de bienes  servicios para 
los colombianos, la Ad esión a este organismo”.

 

Consideramos que es de suma importancia reco-
nocer los efectos positivos que para nuestro país sig-

como lo explica el Gobierno Nacional: “La partici-
pación de Colombia en un organismo internacional 

ace posible la permanente actualización de conoci-
mientos, el desarrollo de pro ectos conjuntos tales 
como  “Catálogo automatizado de ondos antiguos 
del siglo I al I  “Rescate de la prensa del i-
glo I ”  “ istorias de las Bibliotecas Nacionales 
pasado  presente”  “Biblioteca Digital Iberoame-
ricana  Caribe a”)  el intercambio de procesos 
 tecnologías con otros países que permiten al país 

acceder a más recursos en tiempos de apretón  aus-
teridad. Del mismo modo, se estrec an los lazos de 
solidaridad entre los Estados, tal como lo promulga 
la Convención constitutiva de la Unesco al señalar 
que “La amplia di usión de la cultura  la educación 
de la umanidad con miras a la justicia, la libertad 
 la paz son esenciales para la dignidad umana,  

constitu en un deber sagrado que todas las naciones 
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deben cumplir con espíritu de mutua a uda”  espí-
ritu que el Estado colombiano a cultivado en los 
diversos aspectos del que acer cultural”.

Las Bibliotecas Nacionales de cada país cuentan 

bibliotecaria y de conservación, organización y difu-

colectivamente soluciones a problemas comunes 
mediante acciones conjuntas y coordinadas.

Es claro que Abinia en este sentido ha promovido 
programas regionales liderados por la Asociación, 
orientados hacia la cooperación para el desarrollo de 
las Bibliotecas Nacionales. Dentro de estos progra-
mas se puede mencionar el rescate, preservación y 
acceso a la memoria documental de los países ibe-
roamericanos; la actualización, incorporación y uso 
de nuevas tecnologías de información en las biblio-
tecas; y el desarrollo y fortalecimiento de las biblio-
tecas públicas; entre otros.

Particularmente la participación de la Biblioteca 
Nacional de Colombia en Abinia, representa la posi-
bilidad de desarrollar acciones coordinadas con otras 
bibliotecas de su misma naturaleza con el objeto de 
promocionar el intercambio de experiencias y el de-
sarrollo de trabajos cooperativos, que contribuyan al 
fortalecimiento de los trabajos de recuperación del 
patrimonio nacional, regional y mundial.

En consecuencia, asociaciones de este tipo forta-
lecen el espacio de integración iberoamericano, par-
ticularmente en la defensa de sus acervos culturales. 
De esta forma, el patrimonio cultural que reposa en 
las Bibliotecas Nacionales de los países iberoameri-
canos, gozarán de un mecanismo privilegiado para 
organizar, preservar, difundir y compartir dicho pa-
trimonio, para que su aprovechamiento extensivo 
pueda contribuir al desarrollo e integración de las 
naciones iberoamericanas.

La acción legislativa es acorde con la Constitu-
ción Política de Colombia, que en su artículo 150 
numeral 16, faculta al Congreso de la República para 
aprobar o improbar los tratados que el Gobierno ce-
lebre con otros Estados o con entidades de derecho 
internacional. Igualmente, encuentra su fundamento 
en el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992, disponien-
do que es competencia de las Comisiones Segundas 
Constitucionales del Congreso, el estudio y trámite 
de este tipo de iniciativas legislativas, conjuntamente 
con lo normado por el artículo 204 de la Ley 5ª de 
1992 donde se establece que los tratados internacio-
nales se tramitarán por el procedimiento legislativo 
ordinario.

De lo anteriormente expuesto, está demostrada la 
importancia para nuestro país en hacerse parte de la 
Asociación de Estados Iberoamericanos para el de-
sarrollo de las Bibliotecas Nacionales de los países 
de Iberoamérica - Abinia, en su nueva naturaleza de 
organismo internacional.

Colombia, como uno de los países gestores de la 
iniciativa, ya venía participando de este esquema de 
integración de Bibliotecas Nacionales desde su crea-
ción como asociación civil, y ha sido demostrado a 

lo largo de esta Ponencia para Primer Debate en la 
-

cioso que continúe haciendo parte de ella, ya trans-
formada en Organismo Internacional, transforma-
ción que es fruto del proceso de integración que se 
promueve con fortaleza al interior de nuestra región 
y la construcción acelerada de la nueva Sociedad del 
Conocimiento.

Adicionalmente, es imperativo que se proceda a 
corregir una situación irregular por cuanto nuestro 
país se hizo parte de la Organización Internacional, a 
través de su Biblioteca Nacional, y no como Estado, 
en clara vulneración del sistema establecido por la 
Constitución Política para asumir obligaciones inter-
nacionales.

Por las anteriores consideraciones, presento a 
consideración de los Honorables Representantes a la 
Cámara de la Comisión Segunda de Relaciones Ex-
teriores, la siguiente

Apruébese en  
 

por medio de la cual se aprueba el “Acta Consti-
tutiva de la Asociación de Estados Iberoamericanos 
para el Desarrollo de las Bibliotecas Nacionales de 
los Países de Iberoamérica –Abinia–”, suscrita en 
Lima a los doce días del mes de octubre de mil nove-
cientos noventa y nueve.

De los honorables Representantes a la Cámara,
Carlos Alberto Zuluaga Díaz,

Representante Ponente.
TEXTO DEFINITIVO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 238 DE 2011 

SENADO, 079 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual se aprueba el “Acta Consti-
tutiva de la Asociación de Estados Iberoamericanos 
para el Desarrollo de las Bibliotecas Nacionales  
de los Países de Iberoamérica –Abinia–, suscrita 
en Lima, a los doce días del mes de octubre de mil 

novecientos noventa y nueve.
El Congreso de la República de Colombia

Visto el texto del “Acta Constitutiva de la Asocia-
ción de Estados Iberoamericanos para el Desarrollo 
de las Bibliotecas Nacionales de los Países de Ibe-
roamérica –Abinia–”, suscrita en Lima, a los doce 
días del mes de octubre de mil novecientos noventa 
y nueve.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acta Constitutiva de 

la Asociación de Estados Iberoamericanos para el 
Desarrollo de las Bibliotecas Nacionales de los Paí-
ses de Iberoamérica –Abinia–”, suscrita en Lima, a 
los doce días del mes de octubre de mil novecientos 
noventa y nueve.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acta Cons-
titutiva de la Asociación de Estados Iberoamerica-
nos para el Desarrollo de las Bibliotecas Nacionales 
de los Países de Iberoamérica –Abinia–”, suscrita 
en Lima, a los doce días del mes de octubre de mil 
novecientos noventa y nueve, que por el artículo 1° 
de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto de la misma.
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Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

De los honorables Representantes a la Cámara,
Carlos Alberto Zuluaga Díaz,

Representante Ponente.
* * * 

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
10 DE 2010 SENADO, 280 DE 2011 CÁMARA
por la cual se promueve la ormación de ábitos  

de comportamiento  conductas en la vía  se dictan 
otras disposiciones.

Bogotá, D. C., septiembre 21 de 2011
Doctor.
JOSÉ EDILBERTO CAICEDO SASTOQUE
Presidente.
COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PER-

MANENTE
Cámara de Representantes
Ciudad.

 Informe de ponencia para primer debate al 

 por la cual se promueve la orma-
ción de ábitos de comportamiento  conductas en la 
vía  se dictan otras disposiciones.

Respetado doctor:
En cumplimiento de la designación hecha por la 

Mesa Directiva de la Comisión Sexta Constitucional 
Permanente, de la honorable Cámara de Represen-
tantes y de las disposiciones contenidas en la Ley 
5ª de 1992, nos permitimos presentar el informe de 
ponencia para primer debate al -

 
por la cual se promueve la ormación de ábitos de 
comportamiento  conductas en la vía  se dictan 
otras disposiciones.

Los aspectos sobresalientes de la Constitución 
Política que sustentan esta iniciativa son:

“Artículo 2 . on nes esenciales del Estado  
servir a la comunidad, promover la prosperidad ge-
neral  garantizar la e ectividad de los principios, 
derec os  deberes consagrados en la Constitución  
acilitar la participación de todos en las decisiones 

que los a ectan  en la vida económica, política, 
administrativa  cultural de la Nación  de ender la 
independencia nacional, mantener la integridad te-
rritorial  asegurar la convivencia pací ca  la vi-
gencia de un orden justo”.

Artículo . El derec o a la vida es inviolable. No 
abrá pena de muerte.

Artículo 6. odas las personas tienen derec o al 
libre desarrollo de su personalidad sin más limita-
ciones que las que imponen los derec os de los de-
más  el orden jurídico.

Artículo 2 . e garantiza a toda persona la li-
bertad de e presar  di undir su pensamiento  opi-
niones, la de in ormar  recibir in ormación veraz e 
imparcial,  la de undar medios masivos de comu-
nicación.

Estos son libres  tienen responsabilidad social. 
e garantiza el derec o a la recti cación en condi-

ciones de equidad. No abrá censura.
Artículo 2 . odo colombiano, con las limitacio-

nes que establezca la le , tiene derec o a circular 
libremente por el territorio nacional, a entrar  salir 
de él,  a permanecer  residenciarse en Colombia.

Artículo 2 . El Estado garantiza las libertades de 
enseñanza, aprendizaje, investigación  cátedra.

Artículo . Al municipio como entidad unda-
mental de la división politico<sic>-administrativa 
del Estado le corresponde prestar los servicios pú-
blicos que determine la le , construir las obras que 
demande el progreso local, ordenar el desarrollo de 
su territorio, promover la participación comunita-
ria, el mejoramiento social  cultural de sus abi-
tantes  cumplir las demás unciones que le asignen 
la Constitución  las le es.

En cuanto a los desarrollos legales, encontramos:
Ley 105 de 1993. Establece dentro de los princi-

pios rectores los siguientes:
La libre intervención del Estado, correspondién-

dole al mismo la planeación, el control, la regulación 
y la vigilancia del transporte y de las actividades a 
él vinculadas; la seguridad de las personas, que se 
constituye en una prioridad del sistema y del sector 
transporte. (Artículo 2° literales b) y e)).

El transporte público, que este debe garantizar la 
movilización de personas o cosas en buenas condi-
ciones de seguridad.

En el artículo 5° se le da la atribución al Minis-
terio de Transporte para que en coordinación con las 

generales sobre el transporte y el tránsito.
La Ley 100 de 1993, determina la destinación 

un porcentaje del valor de las primas recaudadas 
por el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito 
(SOAT) para la constitución de un fondo administra-
tivo para la realización de campañas de prevención 
vial nacional en coordinación con las entidades esta-
tales que adelanten dichos programas.

La Ley 336 de 1996, Estatuto Nacional del Trans-
porte:

Contempla como uno de sus principales objetivos 
que la seguridad, especialmente la relacionada con la 
protección de los usuarios (artículo 2°).

Así mismo, la seguridad relacionada con la ope-
ración del sistema de transporte y con el tránsito, tra-
zando lineamientos que inciden en la seguridad y en 
la movilidad de las personas.

El Consejo Nacional de Seguridad del Transporte 
-CONSET. (Artículo 40).

La Ley 769 de 2002, Código Nacional de Tránsito 
Terrestre:

Faculta al Ministerio de Transporte para elaborar 
un Plan Nacional de Seguridad Vial para disminuir la 
accidentalidad en el país.

Regulan la circulación de peatones, usuarios, pa-
sajeros, conductores, motociclistas, ciclistas, vehícu-
los por las vías públicas o privadas, así como la ac-
tuación y procedimiento de las autoridades y agentes 
de tránsito.
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Se determinan como principios rectores la segu-
ridad de los usuarios, calidad, oportunidad, cubri-

circulación, educación y descentralización.
Dentro de estos principios la norma posibilita ju-

rídicamente el desarrollo de acciones tendientes a la 
prevención de la accidentalidad vial, entre las que se 
destacan los siguientes aspectos: control y vigilan-
cia, educación para conductores y peatones, forma-
ción y especialización en seguridad vial para cuerpo 
de policía especializado, condiciones para la expe-
dición, renovación o recategorización de licencias 

-
marcación y señalización vial, registros de tránsito, 
condiciones técnico-mecánicas y de seguridad de los 
vehículos, normas para la circulación de peatones y 
vehículos automotores, motocicletas, bicicletas y de 
tracción animal.

Para dar cumplimiento a la exigencia consagrada 
en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 sobre impacto 

Aportes del sector privado, en especial de las en-
tidades, organizaciones o empresas de las que trata 
el artículo 23.

Cooperación internacional en materia de seguri-
dad vial.

Recaudo de multas y comparendos. Este recaudo, 
en los términos del artículo 160 de la Ley 769 de 
2002, debe ser invertido, entre otros, en educación y 
seguridad vial.

Recursos del Fondo de Prevención Vial. Estos re-
cursos se encuentran principalmente orientados a la 
prevención de la siniestralidad vial.

Recursos provenientes del Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito.

Recursos de la subcuenta ECAT13 del Fosyga. 
Estos recursos están destinados a la atención integral 
de víctimas de siniestros de tránsito y fortalecimien-
to de la red de urgencias.

Recursos de Peajes: La Resolución 3931 del 26 

7145 de 2001 y la Resolución 1124 de 2009), esta-
blece que los recursos recaudados por el incremento 
tarifario en la tasa de peajes serán invertidos en se-
guridad vial.

Con fundamento en todas las razones expuestas, 
ponemos a consideración el honorable Congreso de 
la República la presente iniciativa legal.

Con fundamento en las razones ya expuestas, la 
propuesta que presentamos a la honorable Comisión 
Sexta de Cámara se busca en esencia, dar inicio a 
todo un proceso para generar en los ciudadanos, ac-
tores todos de la vía, hábitos, comportamientos y 
conductas seguras, de tal manera que, aunado al co-
nocimiento y respeto sobre las normas y señales de 
tránsito, se logre en el país la consecución plena de la 
seguridad vial, el cual se puede medir de manera sen-
cilla en la reducción a cero muertos, cero lesionados 
derivados de siniestros de tránsito, en otras palabras, 
crear cada vez mayor consciencia en la necesidad 

del autocuidado, ampliando la cantidad de personas 
y organizaciones comprometidas consigo mismas y 
con la comunidad, que previenen, que viven más ple-
nas, más felices y más sanas en todo el sentido.

Así las cosas, esta iniciativa está se compone de 
cinco capítulos que a continuación describimos:

CAPÍTULO I

En este capítulo hacemos referencia al objeto de 
-

les en educación, responsabilidad social empresarial 
y acciones estatales y comunitarias para promover 
en los ciudadanos la formación de hábitos, compor-
tamientos y conductas seguros en la vía y, en con-
secuencia, la formación de criterios autónomos, so-
lidarios y prudentes para la toma de decisiones en 
situaciones de desplazamiento o de uso de la vía pú-

de los actores de la vía, como aquellos ciudadanos 
que desempeñamos un papel en la movilización o en 
el uso de la vía pública, esto es, con peatones o tran-
seúntes, como pasajeros o como conductores, inclu-
yendo para estos últimos, los dos tipos de naturaleza 
de un vehículo: automotor o no automotor. Nótese 
entonces que los actores de la vía somos todos y, en 
consecuencia, todos somos responsables del logro 
del objeto propuesto.

CAPÍTULO II

Para este capítulo, que consta de 12 artículos, el 
propósito fundamental es dejar expresamente inclui-
do en la legislación la obligación de que los progra-
mas educativos en todos los niveles, contengan la 
formación en Educación Vial, de manera permanente 
y sistemática.

La educación de la población para el desarrollo 
de conocimientos, actitudes y comportamientos se-
guros, responsables y solidarios en la vía pública, 
para el logro, prioritariamente, de la prevención de 
siniestros de tránsito, es uno de los ejes principales 
de acción para el desarrollo de la seguridad vial.

Estas conclusiones revistieron una enorme impor-
-

gias para aumentar la seguridad vial. Se comprendió 
que informar acerca de las normas de tránsito y las 
conductas seguras, es condición necesaria pero no 

-
ductas en pro de la seguridad vial y la prevención 
de accidentes. Citaban como ejemplo el tema del se-
máforo rojo, conocido por el 100% de la población 
pero ignorado en un inquietante porcentaje por los 
conductores, equivalente a 4 violaciones de semáfo-
ro rojo cada 3 días por parte de cada automovilista.

Ahora la necesidad reconocida era “motivar” 
a los conductores para un cambio de actitudes y el 
desarrollo de hábitos más saludables, aún más si se 
tiene en cuenta que los controles del cumplimiento 

-

Generar cambios de actitudes es un objetivo más 
ambicioso que lograr cambios de comportamientos, 
pero trabajar para ello es importante para alcanzar 
efectos duraderos en el tiempo, puesto que las ac-
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titudes determinan, en gran medida, los comporta-
mientos. Las actitudes se constitu en a lo largo de 
la vida de cada persona  son un complejo producto 
derivado de las e periencias individuales vividas 
en interacción con los demás, procesadas por cada 
individuo en unción de sus características de per-
sonalidad, estado emocional, medio ambiente, e -
periencias previas, etc. Con ormando un sistema de 
creencias  valores sobre la realidad que determi-
narán, en gran medida, las decisiones que el sujeto 
tomará en una situación determinada.

En consonancia con lo anterior hemos propuesto 
-

blica, a saber: Ley 30 de 1992, que regula la Edu-
cación Superior; Ley 115 de 1994, Ley General de 
Educación; y Ley 769 de 2002, Código Nacional de 

en Educación vial en todos los niveles, buscando 
tanto el conocimiento de las reglamentaciones como 
la formación y consolidación de conductas y hábitos 
seguros a lo largo del desarrollo de la persona y de-

educación vial para el logro del objeto y propósitos 
propuestos.

Por otro lado, la intención es incluir en el orde-
namiento jurídico una serie de medidas comple-
mentarias a lo mencionado, como lineamientos para 
los contenidos de los programas de educación vial, 
que deben ser expedidos por el Gobierno Nacional, 
al tiempo que se exige el diseño de programas para 
personal en condición de discapacidad visual, la for-
mación necesaria de los docentes en esta materia, y 

obligatorio en enseñanza en seguridad vial por parte 
de los alumnos de los dos (2) últimos grados.

CAPÍTULO III
 

Este capítulo lo comprenden solamente tres (3) 
artículos, todos de vital importancia ya que partimos 
de considerar la seguridad vial como una responsa-
bilidad no solo del Estado o de los ciudadanos, sino 
también del sector privado.

En este sentido, y siguiendo un ejemplo de ac-
ción de la Comunidad de Madrid, se plantea que la 
responsabilidad social empresarial en seguridad vial 
dejando claro que el objetivo esencial es que las 
entidades, organizaciones y/o empresas, del sector 
público o privado elaboren un plan estratégico de 
seguridad vial que comprenda las posibilidades de 
trabajo en pro de la seguridad vial y permita mostrar 
de manera contundente ante terceros su compromiso 
en este campo.

Las razones expuestas son argumentos fuertes que 

justa y más solidaria, con un desarrollo sostenible, 
no tiene porqué contradecirse en absoluto con polí-
ticas empresariales, sino que, por el contrario, debe 
buscarse la vía de la complementariedad integrando, 

planes de seguridad vial y las recomendaciones es-
tatales en la materia.

El capítulo también hace un llamado a la solida-
ridad de establecimientos que expenden o en los que 
se consume licor a demostrar su compromiso con la 

seguridad vial, dado que el consumo de licor, como 
ya se anotó, es una de las principales causas de si-
niestros de tránsito.

Finalmente, no se puede dejar de lado la impor-
tante función de los medios de comunicación. Crear 
espacios para el desarrollo de una cultura vial requie-
re el trabajo aliado de los medios de comunicación. 
Estos contribuyen de manera fundamental a promo-
ver cambios de conducta a través de los contenidos 
de sus emisiones y las campañas de sensibilización.

CAPÍTULO IV
 

Resalta la importancia de este capítulo, compues-
to igualmente por tres artículos, en el sentido que la 
participación comunitaria es una herramienta para 
construir las estrategias más adecuadas, y para com-
prometer también a la misma comunidad con el tema 
de la seguridad vial, procurando que se apropie de 
acciones que logren materializar el objeto y los pro-
pósitos de la presenta iniciativa.

Contando con el apoyo y participación de las co-
munidades existirá una mayor probabilidad de que 
los objetivos propuestos se alcancen y que sus efec-
tos se mantengan en el tiempo. Además, es dema-
siado útil en el sentido de brindar conocimiento y 
experiencias locales que enriquecen la concepción 
de las estrategias planteadas.

CAPÍTULO V
 

Con este capítulo lo que se busca es complemen-
tar la acción estatal en materia de seguridad vial. Es 
abundante la normatividad en este sentido, referida 
especialmente a los cuidados técnicos de los modos 
de transporte, la regulación del diseño, materiales, 
y construcción de infraestructura, la regulación de 
medidas para conductores y ocupantes de vehículos 
automotores, entre otras. Ahora, es incentiva en la 
acción estatal medidas para la publicidad de la in-
formación positiva o negativa de la siniestralidad 
vial, con propósitos pedagógicos y de concientiza-
ción, medidas de carácter pedagógico para fortale-
cer el compromiso individual con la seguridad vial, 
en especial de funcionarios y servidores públicos, 
el levantamiento de mapas de siniestralidad vial en 
las entidades territoriales, con el propósito de deter-

que se requiere la intervención pública y las estrate-
gias para lograr mejorar los índices de siniestralidad 
vial detectados, el énfasis de temas de seguridad vial 

-
cimiento de medidas de rendición de cuentas y las 

Procédase a aprobar en primer debate el -

 por la cual se promueve la ormación de 
ábitos de comportamiento  conductas en la vía  

se dictan otras disposiciones.
Atentamente,

Diego Alberto Naranjo Escobar,
Ponente,

Representante a la Cámara.
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VI. TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SE-
GUNDO DEBATE DE SENADO AL PROYEC-
TO DE LEY NÚMERO 10 DE 2010 SENADO, 

280 DE 2011 CÁMARA, 
por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  

 se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
-

ponsabilidad social empresarial y acciones estatales 
y comunitarias para promover en los ciudadanos la 
formación de hábitos, comportamientos y conductas 
seguros en la vía y en consecuencia, la formación de 
criterios autónomos, solidarios y prudentes para la 
toma de decisiones en situaciones de desplazamiento 
o de uso de la vía pública, de tal manera que:

Se contribuya a que la educación en seguridad 
vial y la responsabilidad como actores de la vía sean 
asuntos de interés público y objeto de debate entre 
los ciudadanos.

Se impulsen y apoyen campañas formativas e 
informativas de los proyectos de investigación y de 
desarrollo sobre seguridad vial.

Se concientice a peatones, pasajeros y conducto-
res sobre la necesidad de lograr una movilidad racio-
nal y sostenible.

Se concientice a autoridades, entidades, organiza-
ciones y ciudadanos de que la educación vial no se 
basa solo en el conocimiento de normas y reglamen-
taciones, sino también en hábitos, comportamientos 
y conductas.

Se establezca una relación e identidad entre el co-
nocimiento teórico sobre las normas de tránsito y el 
comportamiento en la vía.

Artículo 2°. Actores de la vía. Son actores de la 
vía los ciudadanos en su desempeño como peatones 
o transeúntes, pasajeros y conductores (tanto de ve-
hículos de tracción humana o animal como automo-
tores).

CAPÍTULO II

Artículo 3°. Educación vial. La educación vial 
consiste en acciones educativas, iniciales y perma-
nentes, cuyo objetivo es favorecer y garantizar el 
desarrollo integral de los actores de la vía, tanto a ni-
vel de conocimientos sobre la normativa, reglamen-
tación y señalización vial, como a nivel de hábitos, 
comportamientos, conductas y valores individuales 
y colectivos, de tal manera que permita desenvolver-
se en el ámbito de la movilización y el tránsito en 
perfecta armonía entre las personas y su relación con 
el medio ambiente, mediante actuaciones legales y 
pedagógicas, implementadas de forma global y sisté-
mica, sobre todos los ámbitos implicados y utilizan-
do los recursos tecnológicos más apropiados.

una óptima seguridad vial. Por ello, la educación vial 
debe:

1. Ser permanente, acompañando el desarrollo de 
la persona en todas sus etapas de crecimiento.

2. Ser integral, transmitiendo conocimientos (ha-
bilidades y destreza) y comportamientos positivos 
(hábitos y actitudes).

3. Estar basada en valores fundamentales, como 
lo son la solidaridad, el respeto mutuo, la tolerancia, 
la justicia, etc.

4. Lograr la convivencia en paz entre todos los 
actores de la vía.

Artículo 4°. Adiciónese un literal i) al artículo 13 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

-
. Es objetivo primordial de todos y cada uno de 

los niveles educativos el desarrollo integral de los 
educandos mediante acciones estructuradas encami-
nadas a:

a) Formar la personalidad y la capacidad de asu-
mir con responsabilidad y autonomía sus derechos y 
deberes;

b) Proporcionar una sólida formación ética y mo-
ral, y fomentar la práctica del respeto a los derechos 
humanos;

c) Fomentar en la institución educativa, prácticas 
democráticas para el aprendizaje de los principios y 
valores de la participación y organización ciudadana 
y estimular la autonomía y la responsabilidad;

d) Desarrollar una sana sexualidad que promue-
va el conocimiento de sí mismo y la autoestima, la 
construcción de la identidad sexual dentro del res-
peto por la equidad de los sexos, la afectividad, el 
respeto mutuo y prepararse para una vida familiar 
armónica y responsable;

e) Crear y fomentar una conciencia de solidaridad 
internacional;

f) Desarrollar acciones de orientación escolar, 
profesional y ocupacional;

g) Formar una conciencia educativa para el es-
fuerzo y el trabajo, y

h) Fomentar el interés y el respeto por la identi-
dad cultural de los grupos étnicos.

i) 
analizar las causas de conductas riesgosas y el desa-
rrollo de hábitos y conductas seguros en la vía.

Artículo 5°. Adiciónese un literal f) al artículo 14 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

. En todos 
-

can educación formal es obligatoria en los niveles de 
la educación preescolar, básica y media cumplir con:

a) El estudio, la comprensión y la práctica de la 
Constitución y la instrucción cívica, de conformidad 
con el artículo 41 de la Constitución Política;

-
ral, deberán impartirse nociones básicas sobre juris-
dicción de paz, mecanismos alternativos de solución 

contratos más usuales;
b) El aprovechamiento del tiempo libre, el fomen-

to de las diversas culturas, la práctica de la educación 
física, la recreación y el deporte formativo, para lo 
cual el Gobierno promoverá y estimulará su difusión 
o desarrollo;
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c) La enseñanza de la protección del ambiente, la 
ecología y la preservación de los recursos naturales, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 67 
de la Constitución Política;

d) La educación para la justicia, la paz, la demo-
cracia, la solidaridad, la confraternidad, el coope-
rativismo y, en general, la formación de los valores 
humanos, y

e) La educación sexual, impartida en cada caso 
de acuerdo con las necesidades psíquicas, físicas y 
afectivas de los educandos según su edad.

f) El desarrollo de conductas y hábitos seguros en 
materia de seguridad vial y la formación de criterios 
para avaluar las distintas consecuencias que para su 
seguridad integral tienen las situaciones riesgosas a 
las que se exponen como peatones, pasajeros y con-
ductores.

 El estudio de estos temas y la for-
mación en tales valores, salvo los literales a) y b), no 

incorporarse al currículo y desarrollarse a través todo 
en plan de estudios.

 Los programas a que hace referen-
cia el literal b) del presente artículo serán presenta-
dos por los establecimientos estatales a la Secretaría 
de Educación del respectivo municipio o ante el or-

cargo a la participación de los ingresos corrientes de 
la Nación destinados por la ley para tales áreas de 
inversión social.

Artículo 6°. Adiciónese un literal k) al artículo 16 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

-
.

preescolar:
a) El conocimiento del propio cuerpo y de sus po-

sibilidades de acción, así como la adquisición de su 
identidad y autonomía;

b) El crecimiento armónico y equilibrado del 
niño, de tal manera que facilite la motricidad, el 
aprestamiento y la motivación para la lecto-escritura 
y para las soluciones de problemas que impliquen 
relaciones y operaciones matemáticas;

c) El desarrollo de la creatividad, las habilidades 
y destrezas propias de la edad, como también de su 
capacidad de aprendizaje;

d) La ubicación espacio-temporal y el ejercicio de 
la memoria;

e) El desarrollo de la capacidad para adquirir for-
mas de expresión, relación y comunicación y para 
establecer relaciones de reciprocidad y participa-
ción, de acuerdo con normas de respeto, solidaridad 
y convivencia;

f) La participación en actividades lúdicas con 
otros niños y adultos;

g) El estímulo a la curiosidad para observar y ex-
plorar el medio natural, familiar y social;

h) El reconocimiento de su dimensión espiritual 
para fundamentar criterios de comportamiento;

i) La vinculación de la familia y la comunidad al 
proceso educativo para mejorar la calidad de vida de 
los niños en su medio, y

j) La formación de hábitos de alimentación, hi-
giene personal, aseo y orden que generen conciencia 
sobre el valor y la necesidad de la salud.

k) La adquisición de hábitos de observación vi-
sual, auditiva y psicomotriz para la creación de ac-
titudes y comportamientos de prevención frente al 
tránsito, respeto a las normas y autoridades y acti-
tudes de conciencia ciudadana en materia de uso de 
la vía.

Artículo 7°. Adiciónese un numeral (10) al artícu-
lo 23 de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

-
les. Para el logro de los objetivos de la educación 
básica se establecen áreas obligatorias y fundamen-
tales del conocimiento y de la formación que nece-
sariamente se tendrán que ofrecer de acuerdo con el 
currículo y el Proyecto Educativo Institucional.

Los grupos de áreas obligatorias y fundamentales 
que comprenderán un mínimo del 80% del plan de 
estudios, son los siguientes:

1. Ciencias naturales y educación ambiental.
2. Ciencias sociales, historia, geografía, Constitu-

ción Política y democracia.
3. Educación artística y cultural.
4. Educación ética y en valores humanos.
5. Educación física, recreación y deportes.
6. Educación religiosa.
7. Humanidades, lengua castellana e idiomas ex-

tranjeros.
8. Matemáticas.
9. Tecnología e informática.
10. Educación para la seguridad vial.

 La educación religiosa se ofrecerá en 
todos los establecimientos educativos, observando 
la garantía constitucional según la cual, en los esta-
blecimientos del Estado ninguna persona podrá ser 
obligada a recibirla.

Artículo 8°. Adiciónese un literal i) al artículo 30 
de la Ley 115 de 1994 y adiciónense dos literales, 
con los que el artículo 30 quedará así:

-
ción media académica.
la educación media académica:

a) La profundización en un campo del conoci-

los intereses y capacidades del educando;
b) La profundización en conocimientos avanza-

dos de las ciencias naturales;
c) La incorporación de la investigación al proceso 

cognoscitivo, tanto de laboratorio como de la reali-
dad nacional, en sus aspectos natural, económico, 
político y social;

d) El desarrollo de la capacidad para profundizar 
en un campo del conocimiento, de acuerdo con las 
potencialidades e intereses;

e) La vinculación a programas de desarrollo y 
organización social y comunitaria, orientados a dar 
solución a los problemas sociales de su entorno;
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f) El fomento de la conciencia y la participación 
responsable del educando en acciones cívicas y de 
servicio social;

-
tiples aspectos de la realidad y la comprensión de los 
valores éticos, morales, religiosos y convivencia en 
sociedad;

h) El cumplimiento de los objetivos de la educa-
ción básica contenidos en los literales b) del artículo 
20, c) del artículo 21 y c), e), h), i), k), ñ) del artículo 
22 de la presente ley;

i) La formación en seguridad vial.
Artículo 9°. Modifíquese el artículo 31 de la Ley 

115 de 1994, el cual quedará así:
 -

ción media académica. Para el logro de los objetivos 
de la educación media académica serán obligatorias 
y fundamentales las mismas áreas de la educación 
básica en un nivel más avanzado, además de las cien-

.
Aunque todas las áreas de la edu-

cación media académica son obligatorias y funda-
mentales, las instituciones educativas organizarán 
la programación de tal manera que los estudiantes 

-
les, ciencias sociales, humanidades, arte o lenguas 
extranjeras, de acuerdo con su vocación e intereses, 
como orientación a la carrera que vayan a escoger en 
la educación superior.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 117 de la Ley 
30 de 1992, el cual quedará así:

 Las instituciones de Educación 
Superior deben adelantar programas de bienestar 
entendidos como el conjunto de actividades que se 
orientan al desarrollo físico, psicoafectivo, espiritual 
y social de los estudiantes, docentes y personal ad-
ministrativo.

El Consejo Nacional de Educación Superior 
(CESU) determinará las políticas de bienestar uni-
versitario. Igualmente, creará un fondo de bienestar 
universitario con recursos del Presupuesto Nacional 
y de los entes territoriales que puedan hacer aportes.

El fondo señalado anteriormente será administra-
do por el Instituto Colombiano para el Fomento de la 
Educación Superior (ICFES).

-

-

Artículo 11. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 
769 de 2002, el cual quedará así:

. 
 en la educación Pre-

escolar, Básica Primaria, Básica Secundaria, Media 
Vocacional, 

-

 Los Ministerios de Transporte y 
Educación Nacional, tendrán un plazo de doce (12) 
meses a partir de la fecha de sanción de la presente 
ley para expedir la reglamentación atinente al cum-
plimiento de lo dispuesto 

 para la adopción 
de modernas herramientas tecnológicas didácticas 
dinámicas para dramatizar el contenido de las car-
tillas y los documentos de estudio para la educación 
en seguridad vial en cada uno de los niveles de edu-
cación aquí descritos.

Artículo 12. Contenidos de los programas de 
educación vial. El Gobierno Nacional, mediante un 
trabajo coordinado entre el Ministerio de Transporte, 
el Ministerio de Educación y el Ministerio de la Pro-
tección Social, con apoyo del Fondo de Prevención 
Vial o el organismo que haga sus veces, y otras en-
tidades y organizaciones del sector educativo y civil 
especialistas en seguridad vial, desarrollarán los pro-
gramas marco para la implementación de la enseñan-
za en educación vial de manera sistemática en todos 
los niveles de la educación formal.

En todo caso, los objetivos que orientarán el desa-
rrollo de tales programas y, en consecuencia, la for-
mación en educación vial, son los siguientes:

1. Generar hábitos, comportamientos y conductas 
seguros en la vía y la capacidad de analizar el riesgo 
posible con determinadas conductas y hábitos.

2. Fomentar sentimientos de sensibilidad social, 
de aprecio y valor por la vida, las personas, y la na-
turaleza que se proyecten más allá de la esfera indi-
vidual.

3. Generar la toma de conciencia de cada indivi-
duo como agente de bienestar y seguridad y agente 
de riesgo en la vía.

4. Preparar al individuo para circular por la vía 
pública con reconocimiento pleno de los derechos y 
responsabilidades que le competen como ciudadano.

5. Generar en el individuo una conducta orientada 
a la cooperación y solidaridad con los demás y de re-
conocimiento de que sus actos tienen consecuencias 
tanto en sí mismo como en los demás.

6. Fomentar las actitudes de tolerancia y respeto 
hacia los demás.

7. Posibilitar en el individuo el control de sus pro-
pios impulsos para evaluar con claridad los riesgos 
a los que está expuesto y responder con comporta-
mientos más racionales en la vía.

8. Propiciar actitudes de precaución y prevención 
permanentes manteniendo una constante atención 
del entorno.

9. Generar en el individuo la capacidad de eva-
luar las propias capacidades y determinar qué puede 
y qué no puede hacer y el riesgo al que se expone 
frente a situaciones que exigen habilidades y capaci-
dades personales con las que no cuenta.

10. Preparar al individuo para participar de los 
debates que se generen con ocasión de las medidas 
para la regulación de la circulación y el tránsito.

11. Fomentar en el individuo una actitud de parti-

característicos del espacio público.
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Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional tendrá, a par-
tir de entrada en vigencia de la presente ley, doce (12) 
meses para convocar a todos los actores indicados y 
cumplir con lo dispuesto en el presente artículo.

Parágrafo 2°. Formación de docentes. Los do-
centes son elemento clave del cambio en los hábitos, 
comportamientos y conductas de que trata la pre-

marco para la enseñanza de la seguridad vial, todas 
las Entidades Territoriales adelantarán el necesario 
proceso de capacitación para docentes con el propó-
sito de que puedan cumplir el propósito pedagógico 
señalado. Este proceso de capacitación a docentes se 
desarrollará en el término de seis (6) meses, conta-
dos a partir de la expedición de los programas acadé-
micos para la enseñanza en seguridad vial.

Parágrafo 3°. Los programas marco para la en-
señanza en educación vial serán implementados en 
todas las instituciones educativas públicas o privadas 
en el período lectivo inmediatamente siguiente a la 
expedición de los programas de enseñanza en educa-
ción vial por parte del Gobierno Nacional.

Artículo 13. Programas especiales. Se diseñarán 
programas marco para la enseñanza de la educación 
vial especialmente destinados para alumnos en situa-
ción de discapacidad visual.

Artículo 14. ervicio social en seguridad vial. 
Los alumnos que cursan los dos (2) años correspon-
dientes a la educación media están en la obligación 
de realizar un servicio social en materia de enseñan-
za de seguridad vial. Para tal efecto, impartirán la 
enseñanza de la educación vial en los términos, prin-

alumnos de grados inferiores o en las comunidades 
organizadas donde habitan.

CAPÍTULO III
 

Artículo 15. Responsabilidad social empresarial 
en seguridad vial. Toda entidad, organización o em-
presa del sector público o privado que para cumplir 

-
dades posea, fabrique, ensamble, comercialice, con-

no automotores o contrate o administre personal de 
conductores, o tenga relación de alguna naturaleza 
con la industria automotriz contribuirán al objeto de 
la presente ley.

Para tal efecto, deberá diseñar el Plan Estratégi-
co de Seguridad Vial con su respectivo sistema de 
indicadores que permita medir el impacto de la es-

y los mecanismos y medios para generar informes 
y comunicar logros y resultados. El Plan deberá ser 
revisado cada dos (2) años para ser ajustado en lo 
que se requiera.

Para diseñar el Plan podrán tenerse en cuenta, en-
tre otros aspectos, los siguientes:

1. Sensibilización del personal en materia de se-
guridad vial.

2. Creación de seguros para los trabajadores que 
tengan que hacer desplazamientos por carretera a 
cuenta de la empresa.

todas las normas de tránsito.
4. Oferta permanente, por parte de la entidad, or-

ganización o empresa, de cursos de seguridad vial y 
perfeccionamiento de la conducción.

-
motor o no automotor) según la reglamentación vi-
gente en la materia.

1. Establecer relaciones prioritariamente con em-
presas proveedoras que disponen a su vez de Planes 
Estratégicos de Seguridad Vial.

2. Compromiso de la entidad, organización o em-
-

nidas por sus proveedores.
3. Compromiso de la entidad, organización o em-

presa de no forzar a ninguno de sus proveedores a 
realizar tareas y actividades que impliquen la viola-
ción de normas de tránsito.

1. Presentación y distribución entre los clientes 
del Plan Estratégico de Seguridad Vial.

2. Promoción entre sus clientes del desarrollo del 
Plan Estratégico de Seguridad Vial.

3. Elaboración coordinada con los clientes de Pla-
nes Estratégicos de Seguridad Vial cuya implemen-

general.

1. Propender por al compromiso con los accionis-
tas para que un determinado porcentaje de los bene-

de Seguridad Vial y sostenimiento del Plan Estraté-
gico de Seguridad Vial.

1. Apoyar la consecución de los objetivos del Es-
tado en materia de seguridad vial de toda forma po-
sible, inclusive más allá del cumplimiento de la ley 
en sentido estricto.

2. Proceder al pago puntual de los montos pro-
ducto de infracciones a las normas de tránsito.

3. Exigencia a sus empleados reincidentes de to-
mar los cursos de sensibilización vial.

4. Participar activa y efectivamente de los actos, 
eventos, o iniciativas propuestos desde las Adminis-
traciones en pro de la Seguridad Vial.

5. Denunciar las infracciones a las normas de 
tránsito de las que sean testigos los empleados en sus 
labores cotidianas.

1. Compartir con las comunidades las experien-
cias e iniciativas que la entidad, organización o em-
presa desarrollará en pro de la Seguridad Vial.

2. Participar activa y efectivamente de los actos, 
eventos, o iniciativas propuestos desde las comuni-
dades en pro de la Seguridad Vial.
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-
ganizaciones que presten su apoyo a las víctimas de 

Artículo 16. Establecimientos de e pendio o 
consumo de bebidas alco ólicas. Todos los estable-
cimientos de expendio y/o consumo de bebidas alco-
hólicas contribuirán al objeto de la presente ley. Para 
tal efecto, se comprometerán a desarrollar acciones 
orientadas al consumo responsable de alcohol, con-
tenidas en un plan estratégico que presentará anual-
mente ante la Alcaldía correspondiente.

contenidos que deben comprender tales planes, en un 
período no superior a un (1) año a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley.

Artículo 17. Medios de comunicación. Los me-
dios de comunicación contribuirán al objeto de la 
presente ley, así:

1. Introducirán y potenciarán los términos de vio-
lencia vial, siniestro de tránsito, siniestralidad vial y 
actores de la vía.

2. Eliminarán toda publicidad elogiosa o favora-
ble en cualquiera de sus formas de conductas contra-
rias al objeto y propósitos de la presente ley.

CAPÍTULO IV
 

Artículo 18. Participación comunitaria. La co-
munidad organizada en espacios de participación o 
de acción comunal promoverá el cumplimiento del 
objeto y principios de la presente ley. Para tal efecto, 
entre otras, podrá hacer uso de los siguientes meca-
nismos y estrategias:

1. Control social ciudadano a los compromisos de 
las administraciones territoriales en materia de segu-
ridad vial.

2. Convocar el voluntariado en las respectivas co-
munidades para alentar a los ciudadanos a respetar 
los enunciados consignados en la tarjeta de compro-
miso personal en seguridad vial de que trata el artí-
culo 22 de la presente ley.

3. Alentar a las autoridades locales a mejorar las 
medidas de seguridad vial en lugares que presenten 
siniestros viales de manera frecuente.

públicas, sobre todo en las inmediaciones de institu-
ciones educativas.

Artículo 19. Intervención de la comunidad en la 
vía. Previa autorización del Gobierno Local corres-
pondiente, la comunidad realizará intervenciones de 
carácter simbólico, cultural o artístico en vías con 

barrial, con el propósito de comunicar y hacer pe-
dagogía en materia de hábitos, comportamientos y 
conductas seguros en la vía.

Artículo 20. Compromiso comunitario. Las co-
munidades apoyarán la consecución de los objetivos 
del Estado en materia de seguridad vial de toda for-
ma posible, y participarán activa y efectivamente de 
los actos, eventos, o iniciativas propuestos desde las 
Administraciones o el sector privado en pro de la Se-
guridad Vial.

CAPÍTULO V
 

Artículo 21. Portal de la seguridad vial. El Go-
bierno Nacional creará el Portal de la Seguridad Vial 
como una herramienta en Internet para informar de 
las investigaciones y avances en materia de seguri-
dad vial, el reporte de siniestros de tránsito con ob-
jetivos de concientización, el reporte de experiencias 
positivas en desarrollo del cumplimiento de los con-
tenidos de la presente ley, la posibilidad de que cual-
quier ciudadano denuncie el incumplimiento de los 
contenidos de la presente ley, entre otras.

-
quier ciudadano la posibilidad de acceder al Portal 
para cumplir con lo señalado en el presente artículo.

Artículo 22. Tarjeta de compromiso personal con 
la seguridad vial. Las Entidades Territoriales emiti-
rán la tarjeta de compromiso personal con la seguri-
dad vial. Esta tarjeta será para el uso de los funcio-
narios y servidores públicos, peatones o transeúntes, 
pasajeros y conductores en general.

La tarjeta contendrá enunciadas medidas de segu-
ridad vial que el titular se compromete a respetar y 
a aplicar. Para el caso de los conductores, la tarjeta 
será visible en el vehículo (automotor o no automo-
tor).

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional reglamentará 
las características generales de la tarjeta de compro-
miso personal con la seguridad vial y las Entidades 

contexto propio de seguridad vial.
Artículo 23. Incentivos al compromiso con la se-

guridad vial. Las entidades, organizaciones o empre-
sas que demuestren un compromiso decidido en pro 
de mejorar los problemas en materia de seguridad 

-
tratación pública. El Gobierno Nacional reglamenta-
rá la materia.

Artículo 24. Mapas de siniestralidad vial. Todas 
las entidades territoriales elaborarán un mapa de si-
niestralidad vial con el propósito de determinar de 

-
quiere la intervención pública y las estrategias para 
lograr mejorar los índices de siniestralidad vial de-
tectados.

Artículo 25. n asis en Planes de Desarrollo. To-
dos los Planes de Desarrollo incluirán capítulos es-

en la respectiva entidad territorial con el correspon-
diente presupuesto.

Artículo 26. Rendición de cuentas. Anualmente el 
Gobierno Nacional y las Entidades Territoriales ren-

materia de seguridad vial y el logro de cada uno. A 
su vez, incluirán los datos de disminución de número 
de siniestros viales, número de muertos o lesionados, 
valor de daños, etc. Además, rendirán un informe de 
exaltación pública de entidades, organizaciones o 
empresas y comunidades comprometidas con el ob-
jeto y los propósitos de la presente ley.

Artículo 28. Fuentes de nanciación. Para efectos 

las siguientes:
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1. Aportes del sector privado.
2. Cooperación internacional en materia de segu-

ridad vial.
3. Recaudo de multas y comparendos. Este recau-

do, en los términos del artículo 160 de la Ley 769 de 
2002, debe ser invertido, entre otros, en educación y 
seguridad vial.

4. Recursos del Fondo de Prevención Vial. Estos 
recursos se encuentran principalmente orientados a 
la prevención de la siniestralidad vial.

5. Recursos provenientes del Seguro Obligatorio 
de Accidentes de Tránsito.

6. Recursos de la subcuenta ECAT13 del Fosyga. 
Estos recursos están destinados a la atención integral 
de víctimas de siniestros de tránsito y fortalecimien-
to de la red de urgencias.

7. Recursos de peajes: La Resolución 3931 del 26 

7145 de 2001 y la Resolución 1124 de 2009) esta-
blece que los recursos recaudados por el incremento 
tarifario en la tasa de peajes serán invertidos en se-
guridad vial.

Artículo 29. igencia  derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las nor-
mas que le sean contrarias.
VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES AL TEXTO DEFINI-
TIVO APROBADO EN SEGUNDO DEBATE DE SENADO, 
DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 10 DE 2010 SENADO, 

280 DE 2011 CÁMARA
por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  

 se dictan otras disposiciones.
, del 

-
 por la cual se promueve la ormación de ábi-

tos, comportamientos  conductas seguros en la vía  
se dictan otras disposiciones. El cual dirá así:

Adiciónese un literal i) al artículo 13 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

-
. Es objetivo primordial de todos y cada uno de 

los niveles educativos el desarrollo integral de los 
educandos mediante acciones estructuradas encami-
nadas a:

a) Formar la personalidad y la capacidad de asu-
mir con responsabilidad y autonomía sus derechos y 
deberes;

b) Proporcionar una sólida formación ética y mo-
ral, y fomentar la práctica del respeto a los derechos 
humanos;

c) Fomentar en la institución educativa, prácticas 
democráticas para el aprendizaje de los principios y 
valores de la participación y organización ciudadana 
y estimular la autonomía y la responsabilidad;

d) Desarrollar una sana sexualidad que promue-
va el conocimiento de sí mismo y la autoestima, la 
construcción de la identidad sexual dentro del res-
peto por la equidad de los sexos, la afectividad, el 
respeto mutuo y prepararse para una vida familiar 
armónica y responsable;

e) Crear y fomentar una conciencia de solidaridad 
internacional;

f) Desarrollar acciones de orientación escolar, 
profesional y ocupacional;

g) Formar una conciencia educativa para el es-
fuerzo y el trabajo, y

h) Fomentar el interés y el respeto por la identi-
dad cultural de los grupos étnicos.

i) -

-
-

-
.

 del 
-

 por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  se 
dictan otras disposiciones.

Se suprime este artículo, en razón a que el artículo 
23 de la Ley 115 de 1994, como se puede observar 
en el título del mismo, al tema de áreas obligatorias y 

-
nido de la enseñanza en seguridad vial, ya que esta es 
una disciplina y no un área del conocimiento como sí 
lo son las matemáticas o las ciencias sociales.

, del 
-

 por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  se 
dictan otras disposiciones.

Lo anterior, en razón a que como Ponente de este 
proyecto de ley acojo el argumento del Ministerio 
de Educación Nación Nacional, en la medida en que 
si y solo si, la enseñanza de la seguridad vial debe 

la educación media, pero sin ser esencial como lo 
pretendía el artículo que se suprime.

 
 del -

 
por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  se 
dictan otras disposiciones. El cual dirá así:

Modifíquese el artículo 117 de la 
Ley 30 de 1992, el cual quedará así:

 Las instituciones de Educación 
Superior deben adelantar programas de bienestar 
entendidos como el conjunto de actividades que se 
orientan al desarrollo físico, psicoafectivo, espiritual 
y social de los estudiantes, docentes y personal ad-
ministrativo.

El Consejo Nacional de Educación Superior 
(CESU) determinará las políticas de bienestar uni-
versitario . Igualmente, creará 
un fondo de bienestar universitario con recursos del 
Presupuesto Nacional y de los entes territoriales que 
puedan hacer aportes.

El fondo señalado anteriormente será administra-
do por el Instituto Colombiano para el Fomento de la 
Educación Superior (Icfes).

, del 
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 por la cual se promueve la or-
mación de ábitos, comportamientos  conductas 
seguros en la vía  se dictan otras disposiciones. La 
siguiente expresión: “

 en el artículo dirá así:
Modifíquese el artículo 56 de la Ley 

769 de 2002, el cual quedará así:
. 

 en la educación Prees-
colar, Básica Primaria, Básica Secundaria, -

-

 Los Ministerios de Transporte y 
Educación Nacional, tendrán un plazo de doce (12) 
meses a partir de la fecha de sanción de la presente 
ley para expedir la reglamentación atinente al cum-
plimiento de lo dispuesto 

 para la adopción 
de modernas herramientas tecnológicas didácticas 
dinámicas para dramatizar el contenido de las car-
tillas y los documentos de estudio para la educación 
en seguridad vial en cada uno de los niveles de edu-
cación aquí descritos.

, del 
-

 por la cual se promueve la ormación de á-
bitos, comportamientos  conductas seguros en la 
vía  se dictan otras disposiciones. Suprimiéndose la 
expresión: “ -

-

. El artículo dirá así:
. 
. El Gobierno Nacional, mediante un 

trabajo coordinado entre el Ministerio de Transporte, 
el Ministerio de Educación y el Ministerio de la Pro-
tección Social, con apoyo del Fondo de Prevención 
Vial o el organismo que haga sus veces, y otras en-
tidades y organizaciones del sector educativo y civil 
especialistas en seguridad vial, desarrollarán los pro-
gramas marco para la implementación de la enseñan-
za en educación vial de manera sistemática en todos 
los niveles de la educación formal.

En todo caso, los objetivos que orientarán el de-
sarrollo de tales programas y, en consecuencia, la 
formación en educación vial 

-

-
-

, son los siguientes:
1. Generar hábitos, comportamientos y conductas 

seguros en la vía y la capacidad de analizar el riesgo 
posible con determinadas conductas y hábitos.

2. Fomentar sentimientos de sensibilidad social, 
de aprecio y valor por la vida, las personas, y la na-
turaleza que se proyecten más allá de la esfera indi-
vidual.

3. Generar la toma de conciencia de cada indivi-
duo como agente de bienestar y seguridad y agente 
de riesgo en la vía.

4. Preparar al individuo para circular por la vía 
pública con reconocimiento pleno de los derechos y 
responsabilidades que le competen como ciudadano.

5. Generar en el individuo una conducta orientada 
a la cooperación y solidaridad con los demás y de re-
conocimiento de que sus actos tienen consecuencias 
tanto en sí mismo como en los demás.

6. Fomentar las actitudes de tolerancia y respeto 
hacia los demás.

7. Posibilitar en el individuo el control de sus pro-
pios impulsos para evaluar con claridad los riesgos 
a los que está expuesto y responder con comporta-
mientos más racionales en la vía.

8. Propiciar actitudes de precaución y prevención 
permanentes manteniendo una constante atención 
del entorno.

9. Generar en el individuo la capacidad de eva-
luar las propias capacidades y determinar qué puede 
y qué no puede hacer y el riesgo al que se expone 
frente a situaciones que exigen habilidades y capaci-
dades personales con las que no cuenta.

10. Preparar al individuo para participar de los 
debates que se generen con ocasión de las medidas 
para la regulación de la circulación y el tránsito.

11. Fomentar en el individuo una actitud de parti-

característicos del espacio público.
El Gobierno Nacional tendrá, a 

partir de entrada en vigencia de la presente ley, doce 
(12) meses para convocar a todos los actores indi-
cados y cumplir con lo dispuesto en el presente ar-
tículo.

Formación de Docentes. Los do-
centes son elemento clave del cambio en los hábitos, 
comportamientos y conductas de que trata la pre-

marco para la enseñanza de la seguridad vial, todas 
las Entidades Territoriales adelantarán el necesario 
proceso de capacitación para docentes con el propó-
sito de que puedan cumplir el propósito pedagógico 
señalado.

 Los programas marco para la en-
señanza en educación vial serán implementados en 
todas las instituciones educativas públicas o privadas 

 en el período 
lectivo inmediatamente siguiente a la expedición de 
los programas de enseñanza en educación vial por 
parte del Gobierno Nacional. -

-

, del 
-

 por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  se 
dictan otras disposiciones. El artículo dirá así:

Lo anterior, en razón a que como bien sostiene 
el Ministerio de Educación Nacional en su concepto 
sobre el proyecto de ley objeto de este informe de 
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ponencia, este artículo daría al traste con la política 
de inclusión de los estudiantes discapacitados al sis-
tema educativo colombiano, no obstante, cuando la 
educación del estudiante discapacitado requiera con-
diciones muy especiales, se hace claridad en que esta 
norma en todo su contenido aplica para la enseñanza 
que se imparte en todo el país. Lo cual no hace nece-
saria la inclusión de este precepto.

, del 
-

 por la cual se promueve la ormación de ábi-
tos, comportamientos  conductas seguros en la vía 
 se dictan otras disposiciones. El artículo dirá así:

. 
Los alumnos que cursan los dos (2) años correspon-
dientes a la educación y media 
están en la obligación de realizar un servicio social 
en materia de enseñanza de seguridad vial. Para tal 
efecto, impartirán la enseñanza de la educación vial 

la presente ley a los alumnos de grados inferiores, 
-
-

.
Atentamente,

Diego Alberto Naranjo Escobar,
Ponente,

Representante a la Cámara.
VIII. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
10 DE 2010 SENADO, 280 DE 2011 CÁMARA, 
por la cual se promueve la ormación de ábitos, 
comportamientos  conductas seguros en la vía  

 se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
-

ponsabilidad social empresarial y acciones estatales 
y comunitarias para promover en los ciudadanos la 
formación de hábitos, comportamientos y conductas 
seguros en la vía y en consecuencia, la formación de 
criterios autónomos, solidarios y prudentes para la 
toma de decisiones en situaciones de desplazamiento 
o de uso de la vía pública, de tal manera que:

Se contribuya a que la educación en seguridad 
vial y la responsabilidad como actores de la vía sean 
asuntos de interés público y objeto de debate entre 
los ciudadanos.

Se impulsen y apoyen campañas formativas e 
informativas de los proyectos de investigación y de 
desarrollo sobre seguridad vial.

Se concientice a peatones, pasajeros y conducto-
res sobre la necesidad de lograr una movilidad racio-
nal y sostenible.

Se concientice a autoridades, entidades, organiza-
ciones y ciudadanos de que la educación vial no se 
basa solo en el conocimiento de normas y reglamen-
taciones, sino también en hábitos, comportamientos 
y conductas.

Se establezca una relación e identidad entre el co-
nocimiento teórico sobre las normas de tránsito y el 
comportamiento en la vía.

Artículo 2°. Actores de la vía. Son actores de la 
vía los ciudadanos en su desempeño como peatones 
o transeúntes, pasajeros y conductores (tanto de ve-
hículos de tracción humana o animal como automo-
tores).

CAPÍTULO II

Artículo 3°. Educación ial. La educación vial 
consiste en acciones educativas, iniciales y perma-
nentes, cuyo objetivo es favorecer y garantizar el 
desarrollo integral de los actores de la vía, tanto a ni-
vel de conocimientos sobre la normativa, reglamen-
tación y señalización vial, como a nivel de hábitos, 
comportamientos, conductas y valores individuales 
y colectivos, de tal manera que permita desenvolver-
se en el ámbito de la movilización y el tránsito en 
perfecta armonía entre las personas y su relación con 
el medio ambiente, mediante actuaciones legales y 
pedagógicas, implementadas de forma global y sisté-
mica, sobre todos los ámbitos implicados y utilizan-
do los recursos tecnológicos más apropiados.

una óptima seguridad vial. Por ello, la educación vial 
debe:

1. Ser permanente, acompañando el desarrollo de 
la persona en todas sus etapas de crecimiento.

2. Ser integral, transmitiendo conocimientos (ha-
bilidades y destreza) y comportamientos positivos 
(hábitos y actitudes).

3. Estar basada en valores fundamentales, como 
lo son la solidaridad, el respeto mutuo, la tolerancia, 
la justicia, etc.

4. Lograr la convivencia en paz entre todos los 
actores de la vía.

Artículo 4°. Adiciónese un literal (i) al artículo 13 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

Objetivos comunes de todos los ni-
veles. Es objetivo primordial de todos y cada uno de 
los niveles educativos el desarrollo integral de los 
educandos mediante acciones estructuradas encami-
nadas a:

a) Formar la personalidad y la capacidad de asu-
mir con responsabilidad y autonomía sus derechos y 
deberes;

b) Proporcionar una sólida formación ética y mo-
ral, y fomentar la práctica del respeto a los derechos 
humanos;

c) Fomentar en la institución educativa, prácticas 
democráticas para el aprendizaje de los principios y 
valores de la participación y organización ciudadana 
y estimular la autonomía y la responsabilidad;

d) Desarrollar una sana sexualidad que promue-
va el conocimiento de sí mismo y la autoestima, la 
construcción de la identidad sexual dentro del res-
peto por la equidad de los sexos, la afectividad, el 
respeto mutuo y prepararse para una vida familiar 
armónica y responsable;

e) Crear y fomentar una conciencia de solidaridad 
internacional;
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f) Desarrollar acciones de orientación escolar, 
profesional y ocupacional;

g) Formar una conciencia educativa para el es-
fuerzo y el trabajo, y

h) Fomentar el interés y el respeto por la identi-
dad cultural de los grupos étnicos.

i) -

-
-

-
.   

Artículo 5°. Adiciónese un literal f) al artículo 14 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

Enseñanza obligatoria. En todos los 

educación formal es obligatoria en los niveles de la 
educación preescolar, básica y media cumplir con:

a) El estudio, la comprensión y la práctica de la 
Constitución y la instrucción cívica, de conformidad 
con el artículo 41 de la Constitución Política;

-
ral, deberán impartirse nociones básicas sobre juris-
dicción de paz, mecanismos alternativos de solución 

contratos más usuales;
b) El aprovechamiento del tiempo libre, el fomen-

to de las diversas culturas, la práctica de la educación 
física, la recreación y el deporte formativo, para lo 
cual el Gobierno promoverá y estimulará su difusión 
o desarrollo;

c) La enseñanza de la protección del ambiente, la 
ecología y la preservación de los recursos naturales, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 67 
de la Constitución Política;

d) La educación para la justicia, la paz, la demo-
cracia, la solidaridad, la confraternidad, el coope-
rativismo y, en general, la formación de los valores 
humanos, y

e) La educación sexual, impartida en cada caso 
de acuerdo con las necesidades psíquicas, físicas y 
afectivas de los educandos según su edad.

f) El desarrollo de conductas y hábitos seguros en 
materia de seguridad vial y la formación de criterios 
para avaluar las distintas consecuencias que para su 
seguridad integral tienen las situaciones riesgosas a 
las que se exponen como peatones, pasajeros y con-
ductores.

 El estudio de estos temas y la for-
mación en tales valores, salvo los literales a) y b), no 

incorporarse al currículo y desarrollarse a través todo 
en plan de estudios.

 Los programas a que hace referen-
cia el literal b) del presente artículo serán presenta-
dos por los establecimientos estatales a la Secretaría 
de Educación del respectivo municipio o ante el or-

cargo a la participación de los ingresos corrientes de 
la Nación destinados por la ley para tales áreas de 
inversión social.

Artículo 6°. Adiciónese un literal k) al artículo 16 
de la Ley 115 de 1994, que quedará así:

Objetivos especí cos de la educa-
ción preescolar.
preescolar:

a) El conocimiento del propio cuerpo y de sus po-
sibilidades de acción, así como la adquisición de su 
identidad y autonomía;

b) El crecimiento armónico y equilibrado del 
niño, de tal manera que facilite la motricidad, el 
aprestamiento y la motivación para la lecto-escritura 
y para las soluciones de problemas que impliquen 
relaciones y operaciones matemáticas;

c) El desarrollo de la creatividad, las habilidades 
y destrezas propias de la edad, como también de su 
capacidad de aprendizaje;

d) La ubicación espacio-temporal y el ejercicio de 
la memoria;

e) El desarrollo de la capacidad para adquirir for-
mas de expresión, relación y comunicación y para 
establecer relaciones de reciprocidad y participa-
ción, de acuerdo con normas de respeto, solidaridad 
y convivencia;

f) La participación en actividades lúdicas con 
otros niños y adultos;

g) El estímulo a la curiosidad para observar y ex-
plorar el medio natural, familiar y social;

h) El reconocimiento de su dimensión espiritual 
para fundamentar criterios de comportamiento;

i) La vinculación de la familia y la comunidad al 
proceso educativo para mejorar la calidad de vida de 
los niños en su medio, y

j) La formación de hábitos de alimentación, hi-
giene personal, aseo y orden que generen conciencia 
sobre el valor y la necesidad de la salud.

k) La adquisición de hábitos de observación vi-
sual, auditiva y psicomotriz para la creación de ac-
titudes y comportamientos de prevención frente al 
tránsito, respeto a las normas y autoridades y acti-
tudes de conciencia ciudadana en materia de uso de 
la vía.

Artículo 7°. Adiciónese un literal (i) al artículo 
30 de la Ley 115 de 1994 y adiciónense dos literales, 
con los que el artículo 30 quedará así:

-
ción media académica.
la educación media académica:

a) La profundización en un campo del conoci-

los intereses y capacidades del educando;
b) La profundización en conocimientos avanza-

dos de las ciencias naturales;
c) La incorporación de la investigación al proceso 

cognoscitivo, tanto de laboratorio como de la reali-
dad nacional, en sus aspectos natural, económico, 
político y social;

d) El desarrollo de la capacidad para profundizar 
en un campo del conocimiento, de acuerdo con las 
potencialidades e intereses;

e) La vinculación a programas de desarrollo y 
organización social y comunitaria, orientados a dar 
solución a los problemas sociales de su entorno;
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f) El fomento de la conciencia y la participación 
responsable del educando en acciones cívicas y de 
servicio social;

-
tiples aspectos de la realidad y la comprensión de los 
valores éticos, morales, religiosos y convivencia en 
sociedad;

h) El cumplimiento de los objetivos de la educa-
ción básica contenidos en los literales b) del artículo 
20, c) del artículo 21 y c), e), h), i), k), ñ) del artículo 
22 de la presente ley;

i) La formación en seguridad vial.
Artículo 8º. Modifíquese el artículo 117 de la Ley 

30 de 1992, el cual quedará así:
 Las instituciones de Educación 

Superior deben adelantar programas de bienestar 
entendidos como el conjunto de actividades que se 
orientan al desarrollo físico, psicoafectivo, espiritual 
y social de los estudiantes, docentes y personal ad-
ministrativo.

El Consejo Nacional de Educación Superior 
(CESU) determinará las políticas de bienestar uni-
versitario . Igualmente, creará 
un fondo de bienestar universitario con recursos del 
Presupuesto Nacional y de los entes territoriales que 
puedan hacer aportes.

El fondo señalado anteriormente será administra-
do por el Instituto Colombiano para el Fomento de la 
Educación Superior (ICFES).

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 
769 de 2002, el cual quedará así:

. 
 en la educación Prees-

colar, Básica Primaria, Básica Secundaria, -

-

 Los Ministerios de Transporte y 
Educación Nacional, tendrán un plazo de doce (12) 
meses a partir de la fecha de sanción de la presente 
ley para expedir la reglamentación atinente al cum-
plimiento de lo dispuesto 

 para la adopción 
de modernas herramientas tecnológicas didácticas 
dinámicas para dramatizar el contenido de las car-
tillas y los documentos de estudio para la educación 
en seguridad vial en cada uno de los niveles de edu-
cación aquí descritos.

Artículo 10. Contenidos de los programas de 
educación vial. El Gobierno Nacional, mediante un 
trabajo coordinado entre el Ministerio de Transporte, 
el Ministerio de Educación y el Ministerio de la Pro-
tección Social, con apoyo del Fondo de Prevención 
Vial o el organismo que haga sus veces, y otras en-
tidades y organizaciones del sector educativo y civil 
especialistas en seguridad vial, desarrollarán los pro-
gramas marco para la implementación de la enseñan-
za en educación vial de manera sistemática en todos 
los niveles de la educación formal.

En todo caso, los objetivos que orientarán el de-
sarrollo de tales programas y, en consecuencia, la 
formación en educación vial 

-

-
-

, son los siguientes:
1. Generar hábitos, comportamientos y conductas 

seguros en la vía y la capacidad de analizar el riesgo 
posible con determinadas conductas y hábitos.

2. Fomentar sentimientos de sensibilidad social, de 
aprecio y valor por la vida, las personas, y la natura-
leza que se proyecten más allá de la esfera individual.

3. Generar la toma de conciencia de cada indivi-
duo como agente de bienestar y seguridad y agente 
de riesgo en la vía.

4. Preparar al individuo para circular por la vía 
pública con reconocimiento pleno de los derechos y 
responsabilidades que le competen como ciudadano.

5. Generar en el individuo una conducta orientada 
a la cooperación y solidaridad con los demás y de re-
conocimiento de que sus actos tienen consecuencias 
tanto en sí mismo como en los demás.

6. Fomentar las actitudes de tolerancia y respeto 
hacia los demás.

7. Posibilitar en el individuo el control de sus pro-
pios impulsos para evaluar con claridad los riesgos 
a los que está expuesto y responder con comporta-
mientos más racionales en la vía.

8. Propiciar actitudes de precaución y prevención 
permanentes manteniendo una constante atención 
del entorno.

9. Generar en el individuo la capacidad de eva-
luar las propias capacidades y determinar qué puede 
y qué no puede hacer y el riesgo al que se expone 
frente a situaciones que exigen habilidades y capaci-
dades personales con las que no cuenta.

10. Preparar al individuo para participar de los 
debates que se generen con ocasión de las medidas 
para la regulación de la circulación y el tránsito.

11. Fomentar en el individuo una actitud de parti-

característicos del espacio público.
El Gobierno Nacional tendrá, a 

partir de entrada en vigencia de la presente ley, doce 
(12) meses para convocar a todos los actores indi-
cados y cumplir con lo dispuesto en el presente ar-
tículo.

Formación de Docentes. Los do-
centes son elemento clave del cambio en los hábitos, 
comportamientos y conductas de que trata la pre-

marco para la enseñanza de la seguridad vial, todas 
las Entidades Territoriales adelantarán el necesario 
proceso de capacitación para docentes con el propó-
sito de que puedan cumplir el propósito pedagógico 
señalado.

 Los programas marco para la en-
señanza en educación vial serán implementados en 
todas las instituciones educativas públicas o privadas 

 en el período 
lectivo inmediatamente siguiente a la expedición de 
los programas de enseñanza en educación vial por 
parte del Gobierno Nacional. -

-
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Artículo 11. ervicio social en seguridad vial. 
Los alumnos que cursan los dos (2) años correspon-
dientes a la educación y media 
están en la obligación de realizar un servicio social 
en materia de enseñanza de seguridad vial. Para tal 
efecto, impartirán la enseñanza de la educación vial 

la presente ley a los alumnos de grados inferiores, 
-
-

.
CAPÍTULO III

 

Artículo 12. Responsabilidad social empresarial 
en seguridad vial. Toda entidad, organización o em-
presa del sector público o privado que para cumplir 

-
dades posea, fabrique, ensamble, comercialice, con-

no automotores o contrate o administre personal de 
conductores, o tenga relación de alguna naturaleza 
con la industria automotriz contribuirán al objeto de 
la presente ley.

Para tal efecto, deberá diseñar el Plan Estratégi-
co de Seguridad Vial con su respectivo sistema de 
indicadores que permita medir el impacto de la es-

y los mecanismos y medios para generar informes 
y comunicar logros y resultados. El Plan deberá ser 
revisado cada dos (2) años para ser ajustado en lo 
que se requiera.

Para diseñar el Plan podrán tenerse en cuenta, en-
tre otros aspectos, los siguientes:

1. Sensibilización del personal en materia de se-
guridad vial.

2. Creación de seguros para los trabajadores que 
tengan que hacer desplazamientos por carretera a 
cuenta de la empresa.

todas las normas de tránsito.
4. Oferta permanente, por parte de la entidad, or-

ganización o empresa, de cursos de seguridad vial y 
perfeccionamiento de la conducción.

-
motor o no automotor) según la reglamentación vi-
gente en la materia.

1. Establecer relaciones prioritariamente con em-
presas proveedoras que disponen a su vez de Planes 
Estratégicos de Seguridad Vial.

2. Compromiso de la entidad, organización o em-
-

nidas por sus proveedores.
3. Compromiso de la entidad, organización o em-

presa de no forzar a ninguno de sus proveedores a 
realizar tareas y actividades que impliquen la viola-
ción de normas de tránsito.

1. Presentación y distribución entre los clientes 
del Plan Estratégico de Seguridad Vial.

2. Promoción entre sus clientes del desarrollo del 
Plan Estratégico de Seguridad Vial.

3. Elaboración coordinada con los clientes de Pla-
nes Estratégicos de Seguridad Vial cuya implemen-

general.

1. Propender por el compromiso con los accionis-
tas para que un determinado porcentaje de los bene-

de Seguridad Vial y sostenimiento del Plan Estraté-
gico de Seguridad Vial.

1. Apoyar la consecución de los objetivos del Es-
tado en materia de seguridad vial de toda forma po-
sible, inclusive más allá del cumplimiento de la ley 
en sentido estricto.

2. Proceder al pago puntual de los montos pro-
ducto de infracciones a las normas de tránsito.

3. Exigencia a sus empleados reincidentes de to-
mar los cursos de sensibilización vial.

4. Participar activa y efectivamente de los actos, 
eventos, o iniciativas propuestos desde las Adminis-
traciones en pro de la Seguridad Vial.

5. Denunciar las infracciones a las normas de 
tránsito de las que sean testigos los empleados en sus 
labores cotidianas.

1. Compartir con las comunidades las experien-
cias e iniciativas que la entidad, organización o em-
presa desarrollará en pro de la Seguridad Vial.

2. Participar activa y efectivamente de los actos, 
eventos, o iniciativas propuestos desde las comuni-
dades en pro de la Seguridad Vial.

-
ganizaciones que presten su apoyo a las víctimas de 

Artículo 13. Establecimientos de e pendio o 
consumo de bebidas alco ólicas. Todos los estable-
cimientos de expendio y/o consumo de bebidas alco-
hólicas contribuirán al objeto de la presente ley. Para 
tal efecto, se comprometerán a desarrollar acciones 
orientadas al consumo responsable de alcohol, con-
tenidas en un plan estratégico que presentará anual-
mente ante la Alcaldía correspondiente.

contenidos que deben comprender tales planes, en un 
período no superior a un (1) año a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley.

Artículo 14. Medios de comunicación. Los me-
dios de comunicación contribuirán al objeto de la 
presente ley, así:

1. Introducirán y potenciarán los términos de vio-
lencia vial, siniestro de tránsito, siniestralidad vial y 
actores de la vía.

2. Eliminarán toda publicidad elogiosa o favora-
ble en cualquiera de sus formas de conductas contra-
rias al objeto y propósitos de la presente ley.
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CAPÍTULO IV
 

Artículo 15. Participación comunitaria. La co-
munidad organizada en espacios de participación o 
de acción comunal promoverá el cumplimiento del 
objeto y principios de la presente ley. Para tal efecto, 
entre otras, podrá hacer uso de los siguientes meca-
nismos y estrategias:

1. Control social ciudadano a los compromisos de 
las administraciones territoriales en materia de segu-
ridad vial.

2. Convocar el voluntariado en las respectivas co-
munidades para alentar a los ciudadanos a respetar 
los enunciados consignados en la tarjeta de compro-
miso personal en seguridad vial de que trata el artí-
culo 22 de la presente ley.

3. Alentar a las autoridades locales a mejorar las 
medidas de seguridad vial en lugares que presenten 
siniestros viales de manera frecuente.

públicas, sobre todo en las inmediaciones de institu-
ciones educativas.

Artículo 16. Intervención de la comunidad en la 
vía. Previa autorización del Gobierno Local corres-
pondiente, la comunidad realizará intervenciones de 
carácter simbólico, cultural o artístico en vías con 

barrial, con el propósito de comunicar y hacer pe-
dagogía en materia de hábitos, comportamientos y 
conductas seguros en la vía.

Artículo 17. Compromiso comunitario. Las co-
munidades apoyarán la consecución de los objetivos 
del Estado en materia de seguridad vial de toda for-
ma posible, y participarán activa y efectivamente de 
los actos, eventos, o iniciativas propuestos desde las 
Administraciones o el sector privado en pro de la Se-
guridad Vial.

CAPÍTULO V
 

Artículo 18. Portal de la seguridad vial. El Go-
bierno Nacional creará el Portal de la Seguridad Vial 
como una herramienta en Internet para informar de 
las investigaciones y avances en materia de seguri-
dad vial, el reporte de siniestros de tránsito con ob-
jetivos de concientización, el reporte de experiencias 
positivas en desarrollo del cumplimiento de los con-
tenidos de la presente ley, la posibilidad de que cual-
quier ciudadano denuncie el incumplimiento de los 
contenidos de la presente ley, entre otras.

-
quier ciudadano la posibilidad de acceder al Portal 
para cumplir con lo señalado en el presente artículo.

Artículo 19. Tarjeta de compromiso personal con 
la seguridad vial. Las Entidades Territoriales emiti-
rán la tarjeta de compromiso personal con la seguri-
dad vial. Esta tarjeta será para el uso de los funcio-
narios y servidores públicos, peatones o transeúntes, 
pasajeros y conductores en general.

La tarjeta contendrá enunciadas medidas de segu-
ridad vial que el titular se compromete a respetar y a 
aplicar. Para el caso de los conductores, la tarjeta será 
visible en el vehículo (automotor o no automotor).

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional reglamentará 
las características generales de la tarjeta de compro-
miso personal con la seguridad vial y las Entidades 

contexto propio de seguridad vial.
Artículo 20. Incentivos al compromiso con la se-

guridad vial. Las entidades, organizaciones o empre-
sas que demuestren un compromiso decidido en pro 
de mejorar los problemas en materia de seguridad 

-
tratación pública. El Gobierno Nacional reglamenta-
rá la materia.

Artículo 21. Mapas de siniestralidad vial. Todas 
las entidades territoriales elaborarán un mapa de si-
niestralidad vial con el propósito de determinar de 

-
quiere la intervención pública y las estrategias para 
lograr mejorar los índices de siniestralidad vial de-
tectados.

Artículo 22. n asis en Planes de Desarrollo. To-
dos los Planes de Desarrollo incluirán capítulos es-

en la respectiva entidad territorial con el correspon-
diente presupuesto.

Artículo 23. Rendición de cuentas. Anualmente el 
Gobierno Nacional y las Entidades Territoriales ren-

materia de seguridad vial y el logro de cada uno. A 
su vez, incluirán los datos de disminución de número 
de siniestros viales, número de muertos o lesionados, 
valor de daños, etc. Además, rendirán un informe de 
exaltación pública de entidades, organizaciones o 
empresas y comunidades comprometidas con el ob-
jeto y los propósitos de la presente ley.

Artículo 24. Fuentes de nanciación. Para efectos 

las siguientes:
1. Aportes del sector privado.
2. Cooperación internacional en materia de segu-

ridad vial.
3. Recaudo de multas y comparendos. Este recau-

do, en los términos del artículo 160 de la Ley 769 de 
2002, debe ser invertido, entre otros, en educación y 
seguridad vial.

4. Recursos del Fondo de Prevención Vial. Estos 
recursos se encuentran principalmente orientados a 
la prevención de la siniestralidad vial.

5. Recursos provenientes del Seguro Obligatorio 
de Accidentes de Tránsito.

6. Recursos de la subcuenta ECAT13 del Fosyga. 
Estos recursos están destinados a la atención integral 
de víctimas de siniestros de tránsito y fortalecimien-
to de la red de urgencias.

7. Recursos de Peajes: La Resolución 3931 del 26 

7145 de 2001 y la Resolución 1124 de 2009) esta-
blece que los recursos recaudados por el incremento 
tarifario en la tasa de peajes serán invertidos en se-
guridad vial.

Artículo 25. igencia  derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las nor-
mas que le sean contrarias.

Cordialmente,
Diego Alberto Naranjo Escobar,

Ponente,
Representante a la Cámara.
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COMISIÓN SEXTA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SUSTANCIACIÓN
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  

DEBATE.
Bogotá, D. C., 23 de septiembre de 2011
En la fecha fue recibido el informe de ponencia 

texto que se propone para primer debate al -

por la cual se promueve la ormación de 
ábitos, comportamientos  conductas seguros en la 

vía  se dictan otras disposiciones.
Dicha ponencia fue presentada por el honorable 

Representante Diego Alberto Naranjo Escobar.
Mediante Nota Interna N° C.S.C.P. 3.6 - 191/ del 

23 de septiembre 2011, se solicita la publicación en 
la  de la República.

El Subsecretario,
aime Alberto epúlveda Muñetón.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  

DE CÁMARA AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 281 DE 2011 CÁMARA, 235 DE 2011 

SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
el Gobierno de la República de Colombia  el Go-
bierno de la República Federativa del Brasil sobre 
cooperación en materia de de ensa”, suscrito en 

Bogotá el  de julio de 2 .

I. TRÁMITE LEGISLATIVO
El proyecto de ley objeto de la presente ponencia 

fue radicado en el Senado de la República el día 31 
de marzo de 2011 por los Ministros de Defensa y 
Relaciones Exteriores de la República de Colombia, 
fue Aprobado en la Comisión Segunda del Senado 
el día 31 de mayo de 2011 y Aprobado en la Sesión 
Plenaria de Senado el día 16 de junio de 2011.

II. ANTECEDENTES
Colombia ha suscrito con Brasil en el marco de la 

cooperación existente en temas de vital trascenden-
cia para la seguridad de los dos países, un sinnúmero 
de tratados con los que se buscan fortalecer las rela-
ciones internacionales entre ambos países y la lucha 
por la protección de las fronteras. Algunos de dichos 
tratados son:

1. El Acuerdo de Cooperación Mutua entre el Go-
bierno de la República de Colombia  el Gobierno 
de la República Federativa del Brasil para combatir 
el trá co de aeronaves comprometidas en activida-
des ilícitas transnacionales, suscrito el 7 de noviem-
bre de 1997 y aprobado mediante Ley 946 de 2005 
(Declarado exequible el 6 de setiembre de 2005).

2. El Memorándum de Entendimiento entre el 
Gobierno de la República de Colombia  el Gobier-
no de la República Federativa del Brasil para la co-
operación en el combate de la abricación  el trá -
co ilícito de armas de uego, municiones, accesorios, 
e plosivos  otros materiales relacionados
el 19 de julio de 2008.

3. El Memorándum de Entendimiento entre el Go-
bierno de la República de Colombia, el Gobierno de 
la República Federativa del Brasil  el Gobierno de 

la República del Perú para combatir las Actividades 
Ilícitas en los ríos ronterizos o comunes,
el 20 de julio de 2008.

Así mismo, en el ámbito militar existe una estre-
cha cooperación entre las Fuerzas Militares de Co-
lombia y Brasil, a través de reuniones denominadas 
Rondas de Conversaciones entre el Estado Ma or 
de De ensa de Brasil  las Fuerzas Militares de Co-
lombia, en las que se tratan aspectos operativos, se 
da intercambio de información, de instrucción y de 
entrenamiento, entre otras áreas de interés.

De igual forma, se han realizado rondas de con-
versaciones entre nuestros países, en las que se han 

relacionados con la producción y distribución en la 
frontera con Brasil de clorhidrato de cocaína y de-
más productos utilizando la industria ilícita de las 
drogas. Como resultado de estas reuniones se acordó 
realizar operaciones conjuntas en la lucha contra las 
organizaciones narcoterroristas.

Conscientes de la necesidad de profundizar las 
relaciones bilaterales con la hermana República Fe-

-
borar el Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno de la Re-
pública Federativa de Brasil sobre Cooperación en 
Materia de Defensa, suscrito el 19 de julio de 2008 
por los respectivos Ministros de Defensa.

El proyecto de ley que el Gobierno Nacional, re-
presentado por los Ministros de Relaciones Exterio-
res y de Defensa, ha puesto a consideración del ho-
norable Congreso de la República, busca se apruebe 
como Ley de la República el Acuerdo de Coopera-
ción entre el Gobierno de la República de Colombia 
y el Gobierno de la República Federativa de Brasil 
sobre Cooperación en Materia de Defensa.

El objetivo del Acuerdo es la promoción de la 
cooperación entre Colombia y Brasil en materia de 
defensa, haciendo especial énfasis en áreas como: in-
vestigación; apoyo logístico; industria aeronáutica, 
naval y terrestre; intercambio de conocimientos y ex-
periencias; y acciones conjuntas de entrenamiento.

Por ello, en el cuerpo del Acuerdo se plantean di-
ferentes formas de cooperación para combatir los re-

áreas que se encuentran desarrolladas en el artículo 
2° del mismo, en el interés de fortalecer la capacidad 
de respuesta de las autoridades nacionales de ambos 
países e incrementar el intercambio de experiencias 
exitosas y la experticia y fortalezas en las diferentes 
áreas de cooperación contempladas.

Para la política exterior de Colombia, es de suma 
importancia la posición geoestratégica del Brasil. 

8.547.000 km2, se sitúa entre los cinco países más 
extensos del mundo y comparte fronteras con nueve 
de las doce naciones sudamericanas. Para Colombia, 
la frontera con Brasil es la segunda más extensa y 
para Brasil es la tercera en extensión. Esta es una 
frontera activa que ha facilitado la interacción entre 
ambas naciones y el establecimiento de relaciones de 
diversa índole (económicas-comerciales, políticas y 
de cooperación). En razón a su amplitud (1.645 km), 
y por estar conformada por áreas de selva escasa-
mente pobladas, de difícil acceso terrestre, pero con 

-
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rables desafíos para su efectivo control por parte de 
las autoridades, en particular sobre aquellas activi-

-
gal de armamento, las relacionadas con el problema 
mundial de las drogas, la trata de personas y la exis-
tencia de grupos armados al margen de la ley.

-
ternacional ha sido utilizada por Colombia como un ins-
trumento para fortalecer las relaciones con países con los 
cuales comparten problemáticas similares. Colombia y 
Brasil históricamente han tenido que enfrentar estos pro-
blemas, razón por la cual es de suma importancia para el 

los lazos ya establecidos con el hermano país, contribuir 

-
ligencia y de conocimiento en las áreas de ciencia y tec-

comunes existentes entre ambos países.
Durante los últimos años, las Fuerzas Militares 

y Policiales de Colombia han obtenido importantes 
resultados en cuanto al control del territorio nacional 
y al enfrentamiento armado contra grupos armados 
ilegales FARC, ELN y otros grupos criminales.

Estos avances han posicionado a Colombia como 
un país con experiencia en el campo de la estrategia 
militar, lo cual puede ser aprovechado por otros paí-
ses para combatir organizaciones criminales en sus 
territorios. Sin embargo, con la colaboración de Bra-
sil, lo que busca el proyecto es evitar que los grupos 
terroristas emigren hacia territorio brasileño y vice-
versa, lo que se logra con una verdadera cooperación 
entre las Fuerzas Armadas de Colombia y Brasil.

En el área estratégica, Colombia y Brasil compar-

que permitirían incrementar el nivel tecnológico de la 
industria aeronáutica de los dos países. En ese parti-
cular, se han venido adelantando conversaciones entre 
EMBRAER (Empresa brasileña fabricante de aerona-
ves), la Fuerza Aérea Brasileña y la Fuerza Aérea Co-
lombiana, para el desarrollo de la aeronave KCF-390, 
avión de combate que reemplazaría al Hércules.

Por otra parte, en distintos escenarios se ha reite-
rado el compromiso de Colombia y Brasil de profun-
dizar los diálogos entre las Fuerzas Militares de los 
dos países a través del intercambio de información y 
todas aquellas actividades que generen una estrecha 
y efectiva cooperación bilateral en el área de defensa.

Por último Brasil, como potencia regional y mun-
dial, ha participado en operaciones militares a nivel 
internacional como son las Operaciones de Mante-
nimiento de la Paz de la ONU en Haití (Misión de 
Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (Mi-
nustah)) y Timor Oriental (Misión Integrada de las 
Naciones Unidas en Timor (Unmit)); igualmente, es 
conocido que Brasil ha desarrollado una industria ar-
mamentista competitiva a nivel mundial. Esta exper-
ticia brasilera sería de gran utilidad para poder seguir 
desarrollando nuestra industria militar (Indumil).

el Acuerdo, suscrito en Bogotá el 19 de julio de 2008, 
con el propósito de fortalecer los lazos ya existentes, 

-
formación e inteligencia y de conocimiento en las 

-
za mutua y en los intereses comunes existentes entre 
ambos países”, dijo la Canciller a la Revista emana 
al momento de radicar los proyectos.

IV. CONTENIDO DEL ACUERDO
El acuerdo que se somete a la aprobación del 

Congreso consta de 10 artículos los cuales se resu-
men a continuación.

Artículo 1°. . El objetivo del Acuerdo es la 
promoción de la cooperación entre Colombia y Bra-
sil en materia de defensa, haciendo especial énfasis 
en áreas como: investigación; apoyo logístico; in-
dustria aeronáutica, naval y terrestre; intercambio de 
conocimientos y experiencias; y acciones conjuntas 
de entrenamiento.

Artículo 2°. . La cooperación entre 
las partes se plantea desarrollar por medio de visitas 
mutuas de delegaciones de ambos países, intercam-
bios de instructores y estudiantes.

Artículo 3°. El 
acuerdo contempló que de no mediar invitación cada 
delegación será responsable de sus gastos; así mismo 
las actividades que se desarrollen en el ámbito del 
acuerdo estarán sujetas a la disponibilidad de recur-

Artículo 4°. . Responsabi-
lidad civil de las partes en caso de daños a terceros 

Artículo 5°. 
En este artículo se acuerda que 

las partes se comprometen a guardar reserva sobre 
la información y material que sea intercambiado en 

un protocolo de protección.
Artículo 6°. -

Artículo 7°. Se establece un grupo 
de trabajo que estará compuesto por representantes 
de cada uno de los Ministerios de Defensa y de los 
Ministerios de Relaciones Exteriores y, cuando sea 
aplicable, de otras instituciones de interés para las 
Partes.

Artículo 8°. . Cual-
quier disputa relativa o la interpretación o aplicación 
de este Acuerdo será solucionada por intermedio de 
consultas y negociaciones entre las Partes, por vía 
diplomática.

Artículo 9°. 
1. Este Acuerdo permanecerá en vigencia hasta 

que una de las Partes decida, en cualquier momento, 
denunciarlo.

2. La denuncia deberá ser comunicada a la otra 
Parte, por escrito y por vía diplomática, produciendo 
efecto noventa (90) días después de la recepción de 

3. La denuncia no afectará los programas y ac-
tividades en curso al amparo del presente Acuerdo, 
a menos que las Partes lo decidan de otro modo, en 

Artículo 10.  El presente 
Acuerdo entrará en vigencia el trigésimo (30) día 

-
cación, por escrito y por vía diplomática, indicando 
que fueron cumplidos los requisitos internos necesa-
rios para la entrada en vigencia de este Acuerdo.

V. CUMPLIMIENTO DE LOS  
REQUISITOS CONSTITUCIONALES

En materia de acuerdos internacionales, el ar- 
tículo 150 de la Constitución asigna al Congreso de 
la República la función de aprobar o improbar los 
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acuerdos que celebre el Gobierno Nacional; por su 
parte, el artículo 189 (numerales 2 y 25) atribuye al 
Presidente de la República dicha capacidad regulato-
ria y le asignó la dirección de las relaciones interna-
cionales y la celebración de acuerdos con otros Esta-
dos y entidades de derecho internacional.

De lo anterior se desprende que en materia de 
negociaciones internacionales, las funciones del 
Congreso de la República y del Presidente están ex-

concurren armónicamente: el Presidente dirige las 
relaciones internacionales y celebra acuerdos inter-
nacionales, y el Congreso aprueba o imprueba los 
acuerdos celebrados por el Gobierno por medio de la 
expedición de leyes aprobatorias.

La celebración de un acuerdo internacional es un 
acto complejo que requiere de la concurrencia de va-
rias actuaciones en cabeza de las tres Ramas del Po-
der Público. En efecto, le corresponde al Presidente 
la negociación y la celebración del acuerdo, al Con-
greso la aprobación del mismo mediante la expedi-
ción de una ley, y a la Corte Constitucional ejercer el 
control previo de constitucionalidad tanto de la ley 
aprobatoria del respectivo acuerdo como del instru-
mento internacional.

Revisando el proyecto y de acuerdo a los docu-
mentos suministrados por el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores; no se encuentra desacuerdo con el 
procedimiento legalmente establecido para su trá-
mite, razón por la cual el trámite del proyecto debe 
continuar.

puede generar se envió solicitud al Ministerio de Ha-
cienda para su pronunciamiento y hasta el momento 
de radicar la ponencia no presentó ningún informe; 
ante el silencio del Ministerio y como ponente me 

Sentencia C-502 de 2007 señalando que la facultad 
del Ministerio debe entenderse, como un deber, pues 
a este le corresponde presentar su opinión sobre los 

-
más, en caso de que el proyecto no se adecue al Mar-
co Fiscal, deberá convencer a los congresistas de la 
incompatibilidad.

Es por esto que el concepto del Ministerio sólo 
debe entenderse como un “parámetro de raciona-
lidad de la actividad legislativa”, sin la relevancia 

VI. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DE-
BATE DE CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 281 DE 2011 CÁMARA, 235 DE 2011 

SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
el Gobierno de la República de Colombia  el Go-
bierno de la República Federativa del Brasil sobre 
Cooperación en Materia de De ensa”, suscrito en 

Bogotá el 19 de julio de 2008.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre el Go-

bierno de la República de Colombia  el Gobierno 
de la República Federativa del Brasil sobre Coope-
ración en Materia de De ensa”, suscrito en Bogotá, 
el 19 de julio de 2008.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre 
el Gobierno de la República de Colombia  el Go-

bierno de la República Federativa del Brasil sobre 
Cooperación en Materia de De ensa”, suscrito en 
Bogotá, el 19 de julio de 2008, que por el artículo 1° 
de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Juan Carlos Martínez Gutiérrez,
Representante Ponente.

En Cumplimiento a la honrosa designación que 
me hiciera la mesa directiva de la Comisión Se-
gunda de la Cámara de Representantes, me permito 
presentar ponencia POSITIVA, como también pro-
poner a los honorables parlamentarios de la Cámara 
de Representantes sometan para primer debate esta 
ponencia para el 

 por medio de 
la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno 
de la República de Colombia  el Gobierno de la 
República Federativa del Brasil sobre Cooperación 
en Materia de De ensa”, suscrito en Bogotá el 19 de 
julio de 2008.

Juan Carlos Martínez Gutiérrez,
Representante Ponente.
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